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GUATEMALA
FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 66/03
CASO 11.312
EMILIO TEC TOP
(Guatemala)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Emilio Tec Top
Peticionario (s): Centro de Acción Legal de Derechos Humanos (CALDH)
Estado: Guatemala 
Informe de Acuerdo de Solución Amistosa: 66/03, publicado el 10 de octubre de 2003
Relatoría vinculada: Niños, niñas y adolescentes
Temas: NNA/ Amenazas, actos de intimidación y acoso
Hechos: El 10 de octubre de 2003, mediante Informe No. 66/03, la Comisión aprobó un acuerdo de solución amistosa en el Caso de Emilio Tec Pop. En resumen, los peticionarios habían denunciado que el 31 de enero de 1994, Emilio Tec Pop, de 16 años de edad, se dirigía del municipio del Estor, departamento de Izabal, hacia la cabecera departamental de Cobán, Alta Verapaz, y en horas de la madrugada fue detenido por individuos desconocidos. Treinta y dos días después, el 3 de marzo del mismo año, las autoridades del destacamento militar del Estor entregaron a Emilio Tec Pop a sus familiares. Los peticionarios en este Caso afirmaron que el menor fue detenido contra su voluntad y maltratado física y psíquicamente, denunciando que los soldados amenazaron de muerte a Emilio, lo golpearon y le picaron las manos con un cuchillo.
Derechos alegados: En la petición se alegó que el Estado era responsable por la violación de los derechos a integridad personal (artículo 5), a la libertad personal (artículo 7), a las garantías judiciales (artículo 8), a la protección judicial (artículo 25), con relación a la obligación general de respetar los derechos (artículo 1) establecidos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante ”la Convención” o la “Convención Americana”) por parte del Estado guatemalteco (en adelante el “Estado”, el “Estado guatemalteco”, o “Guatemala”) en perjuicio de Emilio Tec Pop.


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes, los días 1 de octubre de 2015, 13 de octubre de 2016, 25 de agosto de 2017 y el 19 de julio y 13 de septiembre de 2018. 
2. El Estado proporcionó información los días 21 de octubre de 2015, 11 de noviembre de 2016 y el 31 de agosto de 2018. 
3. Los peticionarios presentaron información los días  14 de octubre de 2015, 11 de noviembre de 2016, 17 de abril y 11 de septiembre de 2017 y 15 de noviembre de 2018. 
III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	III.      DEL RECONOCIMIENTO DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO Y ACEPTACIÓN DE LOS HECHOS
	Total



	IV.  DE LA REPARACIÓN Y ASISTENCIA
Con estos antecedentes, el Estado de Guatemala, por intermedio de la COPREDEH, entrega al señor Emilio Tec Pop, una indemnización compensatoria de DOS MIL DOLARES de los Estados Unidos de América (US $ 2,000.00) o su equivalente en moneda nacional (Q.           ) de acuerdo a la tasa cambiaria que rige al día de hoy.
 
El monto indemnizatorio fue fijado de común acuerdo entre el Gobierno de la República, el Licenciado Fernando López Antillón, asesor del peticionario y director del Area Legal del Centro de Acción Legal en Derechos Humanos y, el señor Emilio Tec Pop. El pago se efectúa mediante cheque personal que le es entregado en la sede central de la Comisión Presidencial Coordinadora de la Política del Ejecutivo en Materia de Derechos Humanos.
 
Recibido el monto a su entera satisfacción, el señor Emilio Tec Pop, hace entrega del finiquito correspondiente, e indica que solicitará el archivo de la petición a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en cuanto a la reparación económica.
 
El Estado de Guatemala asume la responsabilidad de dotar de un capital semilla de granos básicos a determinar por visita que se le realice a su lugar de residencia al señor Emilio Tec Pop a fin de mejorar su nivel de vida, por conducto del Ministerio de Agricultura, Ganadería y Alimentación, gestión que estará a cargo de la COPREDEH.
	Total


	V. INVESTIGACIÓN Y SANCIÓN DE LOS RESPONSABLES

 Con sujeción al ordenamiento interno guatemalteco y de conformidad con sus obligaciones internacionales, el Estado de Guatemala se compromete a promover la investigación de los hechos y con los resultados obtenidos, a enjuiciar tanto civil como penal y administrativamente a las personas que, en cumplimiento de funciones estatales o prevalidos de poder público, resulten responsables de los hechos reconocidos en este acuerdo y/o en caso que de las investigaciones no resulte probada la participación de elementos o agentes del Estado en estas violaciones, deducir las responsabilidades penales y civiles de aquellas personas particulares que hayan participado y ejecutado los ilícitos respectivos.

 La COPREDEH, se reserva el derecho de repetir en contra de las personas o agentes del Estado que resultaren responsables los daños y perjuicios ocasionados a dicha persona.
	Pendiente
	En su Informe Anual de 2016, al Comisión dio cuenta de que el Estado señaló no haber localizado dentro de los registros del Departamento del Sistema Informático de la Gestión de Casos del Ministerio Público, la denuncia por los hechos expuestos, por lo cual, con el propósito de establecer los acontecimientos denunciados por el señor Manuel Tec, solicitó al Ministerio Público; a la Corte Suprema de Justicia y al Juzgado de Paz del Municipio del Estor, información respecto a dicha denuncia. Sin embargo, estas instituciones indicaron no contar dentro de sus registros con denuncia alguna que haya dado lugar a la persecución penal. Como parte del seguimiento al compromiso pendiente, la COPREDEH sostuvo reunión en agosto de 2016 con la Fiscal General y Jefa del Ministerio Público, durante la cual se mostró interés en la creación de una Fiscalía que dé seguimiento a los casos tramitados ante el Sistema Interamericano la cual se espera pueda operar a corto plazo para avanzar las investigaciones en los casos de violaciones de derechos humanos.

En su Informe Anual de 2016, al Comisión hizo un llamado al Estado guatemalteco a realizar todas las acciones necesarias para investigar penal y disciplinariamente a las personas que cometieron las violaciones contra Emilio Tec Pop y queda a la espera de información detallada sobre los avances en este compromiso. Al mismo tiempo, la Comisión insta al Estado a aportar información sobre la constitución y funcionamiento del mecanismo de coordinación entre COPREDEH y el Ministerio Público para la atención prioritaria de los asuntos en etapa de seguimiento.

El 31 de agosto de 2018, el Estado informó que no se han localizado dentro de los registros del Departamento del Sistema Informático de la Gestión de Casos del Ministerio Público la denuncia por los hechos expuestos en la petición. 

El 16 de noviembre de 2018, los peticionarios indicaron que el estado no ha presentado información que muestre avances significativos y en la investigación de los hechos. Asimismo manifiestan que el Estado “no ha realizado acciones y diligencias en la investigación, identificación y sanción de los responsables”.

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que esta medida continua estando pendiente. 


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por las partes en 2018 no es relevante dado que no se refiere a las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las clausulas, está desactualizada y es repetitiva a la información presentada en años anteriores sin presentar nueva información.  Por lo anterior, la CIDH considera que no hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
5. La Comisión observa que no han existido avances sustanciales en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en los últimos años. 

6. La CIDH observa con preocupación que trascurridos 15 años desde la aprobación del informe de solución amistosa, el Estado no ha mostrado avances en el cumplimiento del compromiso referido a la investigación de los hechos y no ha indicado ninguna actividad judicial concreta destinada a identificar, juzgar y sancionar a los responsables. Por lo anterior, se concluye que el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa es parcial. En consecuencia, la Comisión seguirá supervisando el punto pendiente.
7. La Comisión observa además que la respuesta del Estado desconoce las obligaciones que se derivan del acuerdo de solución amistosa, y el deber del Estado de investigar de oficio las violaciones de derechos humanos que ocurran dentro de su territorio, por lo que resulta inaceptable que luego del tiempo transcurrido se limite a indicar que nunca se realizaron las acciones pertinentes para dar inicio a una investigación motu propio de los hechos que llevaron al acuerdo de solución amistosa. 

8. Por lo anterior, la Comisión insta al Estado a tomar todas las medidas necesarias para gestionar el inicio de la investigación de oficio y de manera expedita. 
VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 

A. Resultados individuales del caso

· Se realizó el reconocimiento de la responsabilidad internacional por los hechos cometidos;
· Se pagó la compensación económica establecida en el acuerdo. 
FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 67/03
CASO 11.766
IRMA FLAQUER
(Guatemala)

I. RESUMEN DEL CASO 

	Víctima (s): Irma Flaquer
Peticionario (s): Sociedad Interamericana de Prensa (SIP)
Estado: Guatemala
Informe de Acuerdo de Solución Amistosa: 67/03, publicado el 10 de octubre de 2003
Relatoría vinculada: Libertad de Expresión
Temas: Libertad de Expresión/ Periodistas/ Desaparición forzada 
Hechos: El 16 de octubre de 1980 la periodista Irma Flaquer Azurdia fue secuestrada mientras se conducía en un vehículo acompañada de su hijo Fernando Valle Flaquer en la Ciudad de Guatemala. En el hecho resultó herido Fernando Valle Flaquer, muriendo posteriormente en el Hospital General San Juan de Dios. Desde esa misma fecha se ignora el paradero de Irma Flaquer. Asimismo, argumentan los peticionarios que durante el proceso de investigación del caso por las autoridades guatemaltecas se destacó que si bien el Gobierno de aquella época lamentó formalmente la presunta muerte de Flaquer, hubo pocos esfuerzos oficiales para investigar el hecho. Además, los mínimos esfuerzos de investigación oficial fueron excusados por una ley de amnistía que en 1985 otorgó un indulto general, diluyendo tanto la responsabilidad como la participación que le correspondería a algún sector del aparato estatal. 
Derechos alegados: En la petición se alegó que el Estado era responsable por la violación de los derechos a la vida (artículo 4), al debido proceso (artículo 8), a la libertad de expresión (artículo 13) y a la protección judicial (artículo 25), con relación a la obligación general de respetar los derechos (artículo 1) establecidos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante ”la Convención” o la “Convención Americana”) por parte del Estado guatemalteco (en adelante el “Estado”, el “Estado guatemalteco”, o “Guatemala”) en perjuicio de Irma Flaquer.


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes, los días 5 de octubre de 2015, 13 de octubre de 2016, 25 de agosto de 2017 y el 23 de julio y 23 de agosto de 2018. 

2. El Estado proporcionó información los días 6 de noviembre de 2015, 11 de noviembre de 2016, 19 de septiembre de 2017 y el 23 de agosto de 2018. 

3. Los peticionarios presentaron información los días  2 de noviembre de 2015 y el 9 de mayo de 2017. 

III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	PRIMERO: La búsqueda de solución amistosa se inscribe dentro de los principios de la declaración del Sr. Presidente de la República, licenciado Alfonso Portillo Cabrera, del 9 de agosto del 2000, mediante la cual se reconoce la responsabilidad institucional del Estado en este caso.
	Total


	SEGUNDO: El Estado deplora y reconoce como deleznable la desaparición forzada de la periodista Irma Marina Flaquer Azurdia, acaecida el 16 de octubre de 1980, y sustenta el criterio acerca de la imperiosa necesidad de proseguir y reforzar firmemente las acciones administrativas y legales orientadas a establecer la identidad de los responsables, establecer la localización de la víctima, así como la aplicación de las correspondientes sanciones penales y civiles.
	Pendiente
	En 2015, el Estado informó que la Unidad de Casos Especiales del Conflicto Armando Interno de la Fiscalía de Sección de Derechos Humanos, solicitó información al archivo histórico de la Policía Nacional con el objetivo de fortalecer la hipótesis de los hechos. Informó que ha realizado otras averiguaciones, y que de acuerdo al registro migratorio de la Dirección General de Migración, no aparecen movimiento migratorios de la víctima, y de acuerdo al Administrador de Cementerios Nacionales, no existe registro de haber sido inhumados los restos de la víctima en ningún cementerio dentro del territorio guatemalteco a octubre de 2015. El Estado indicó que tiene planificado realizar una inspección ocular y planimetría del lugar de los hechos, citar a declarar a un testigo, y realizar una investigación hemerográfica sobre la labor periodística de la señora Flaquer y un peritaje del contexto político de la época. 

En 2017, la CIDH invitó a las partes a presentar información detallada y actualizada en relación a las acciones administrativas y legales realizadas por el Estado orientadas a establecer la identidad de los responsables, establecer la localización de la víctima, así como la aplicación de las correspondientes sanciones penales y civiles.

El 23 de agosto de 2018, el Estado informó que el caso se encuentra en fase de investigación en el Ministerio Público a cargo de la Fiscalía de Sección de Derechos Humanos de la Unidad de Casos Especiales del Conflicto Armado Interno, identificado con el número de expediente MP001-2005-88664. Adicionalmente, informó que solicitó al ente investigador que proporcione todas las acciones realizadas para dar con la participación de los responsables de los hechos indicados. Finalmente, se comprometió a proporcionar información adicional cuando tengas las respuestas.   

La parte peticionaria no presentó observaciones en esta oportunidad. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que esta medida continua estando pendiente.

	TERCERO: El Estado reconoce el compromiso de otorgar las reparaciones que se acuerden con la parte peticionaria. En este sentido, adquiere el compromiso de estudiar y considerar el pliego de peticiones que por concepto de reparaciones le fuera planteado por los Peticionarios, vinculadas todas ellas al nombre de Irma Flaquer Azurdia:

	3.a. Crear una “Comisión de Impulso” del proceso judicial, compuesta por dos representantes de COPREDEH y dos de la Sociedad Interamericana de Prensa.
	Total


	3.b. Crear una beca de estudio para periodismo.
	Total

 

	3.c. Erigir un monumento al periodista sacrificado por el derecho a la libre expresión, simbolizado por la personalidad de Irma Marina Flaquer Azurdia.
	Total


	3.d. Nombrar una sala de una biblioteca pública que incorpore todo el material relacionado a la obra de dicha periodista.
	Total


	3.e. Designar el nombre de una vía pública.
	Total


	3.f.  Crear una cátedra universitaria sobre Historia del Periodismo. 
	Total

 

	3.g. Remitir cartas a los familiares pidiendo perdón.
	Total


	3.h. Desarrollar un curso de capacitación y reinserción a la sociedad para las reclusas del Centro de Orientación Femenina (COF).
	Total


	3.i. Recopilar y publicar un volumen con columnas, escritos y reportajes, que representen el mejor sentido periodístico de la desaparecida periodista.
	Total


	3.j. Realizar un documental.
	Total


	3.k. Realizar un acto público de dignificación.
	Total



IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por el Estado en el 2018 no es relevante dado que no se refiere a las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las clausulas, está desactualizada y es repetitiva a la información presentada en años anteriores sin presentar nueva información. Por lo anterior, la CIDH considera que no hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
5. La Comisión observa que no han existido avances sustanciales en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en los últimos años específicamente en materia de investigación y sanción de los responsables. 

6. La CIDH observa con preocupación que trascurridos 15 años desde la aprobación del informe de solución amistosa, el Estado no ha mostrado avances en el cumplimiento del compromiso referido a la investigación de los hechos y no ha desplegado acciones concretas destinadas a identificar, juzgar y sancionar a los responsables de la desaparición de Irma Flaquer. Por lo anterior, se concluye que el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa es parcial. En consecuencia, la Comisión seguirá supervisando el punto pendiente.
VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso

· El Estado reconoció su responsabilidad institucional por los hechos del Caso y reconoció la necesidad de “proseguir y reforzar firmemente las acciones administrativas y legales orientadas a establecer la identidad de los responsables, establecer la localización de la víctima, así como la aplicación de las correspondientes sanciones penales y civiles”; 

· Se creó una “Comisión de Impulso” del proceso judicial, compuesta por dos representantes de COPREDEH y dos de la Sociedad Interamericana de Prensa;

· Se entregó la carta de solicitud de perdón a los familiares de la víctima en un acto público realizado el 15 de enero de 2009;
· Se realizó un acto público de dignificación de la víctima.

B. Resultados estructurales del caso

· Se creó una beca de estudio para periodismo y de una cátedra universitaria sobre Periodismo; 

· Se erigió un monumento al periodista sacrificado por el derecho a la libre expresión, simbolizado por la personalidad de Irma Marina Flaquer Azurdia;

· Se nombró una sala de una biblioteca pública que incorpore todo el material relacionado a la obra de dicha periodista;
· Se designó una via publica con el nombre de Irma Flaquer;

· estableció en la carrera de periodismo, el curso “Historia del Periodismo” en la Universidad de San Carlos de Guatemala-USAC, en cumplimiento de lo acordado;
· Se desarrolló un curso de capacitación y reinserción a la sociedad para las reclusas del Centro de Orientación Femenina (COF);
· Se recopiló y publicó un volumen con columnas, escritos y reportajes, que representen el mejor sentido periodístico de la desaparecida periodista;
· Se realizó un documental sobre Irma Flaquer.
FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 68/03
CASO 11.197
COMUNIDAD SAN VICENTE DE LOS CIMIENTOS
(Guatemala)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Comunidad San Vicente de los Cimientos
Peticionario (s): Centro de Acción Legal de Derechos Humanos (CALDH))
Estado: Guatemala
Informe de Acuerdo de Solución Amistosa:68/03, publicado el 10 de octubre de 2003
Relatoría vinculada: Pueblos indígenas
Temas: Pueblos Indígenas/ Conflicto armado/ Desplazamiento/ Desalojo forzado
Hechos: En resumen, el 24 de agosto de 1993 el Centro para la Acción Legal en Derechos Humanos (CALDH) y el Consejo de Comunidades Étnicas Runujel Junam (CERJ), en representación de 233 familias indígenas presentaron una denuncia ante la CIDH donde alegaron que durante el conflicto armado, el sector denominado Los Cimientos, ubicado en el Chajul, departamento Quiché, donde vivían 672 familias indígenas propietarias del sector, fue invadido en el año 1981 por el Ejército de Guatemala, estableciendo un cuartel en la zona. Luego de amenazas de bombardeo a la comunidad y ante el asesinato de dos comuneros, la comunidad Los Cimientos fue obligada a abandonar sus tierras en febrero de 1982, dejando sus cosechas de maíz, frijoles, café y sus animales. Un mes después de la huida, algunas familias retornaron al lugar encontrando que sus viviendas habían sido quemadas y sus pertenencias robadas. Posteriormente, la comunidad Los Cimientos fue expulsada nuevamente en 1994. El 25 de junio de 2001, la comunidad fue despojada violentamente de sus tierras, de las cuales era legalmente propietaria, por vecinos y otras personas, aparentemente apoyados por el Gobierno. 
Derechos alegados: En la petición se alegó que el Estado era responsable por la violación de los derechos de reunión (artículo 15), a la libertad de asociación (artículo 16), propiedad privada (artículo 21), a la igualdad ante la ley (artículo 24), a la protección judicial (artículo 25),  con relación a la obligación general de respetar los derechos (artículo 1) y deber de adoptar disposiciones de derecho interno (artículo 2) establecidos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos  por parte del Estado de Guatemala en perjuicio de los miembros de la comunidad San Vicente de los Cimientos.


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes, los días 5 de octubre de 2015, 13 de octubre de 2016, 25 de agosto de 2017 y el 25 de julio y 23 de agosto de 2018. 

2. El Estado proporcionó información los días 30 de octubre de 2015, 11 de noviembre de 2016, 17 de marzo de 2017 y el 23 de agosto de 2018. 

3. Los peticionarios presentaron información los días 22 de octubre de 2015, 14 de noviembre de 2016, el 20 de marzo de 2017 y 12 de octubre de 2018. 

III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	1.
El Estado se comprometió a comprar a favor de todos los integrantes de la comunidad Los Cimientos Quiché, conformada en la asociación civil “Asociación Comunitaria de Vecinos Los Cimientos Xetzununchaj”, la finca San Vicente Osuna y su anexo la finca Las Delicias, colindantes y ubicadas en el municipio de Siquinalá, departamento de Escuintla.
	Total


	2.
La comunidad Los Cimientos, por conducto de la Asociación civil “Asociación Comunitaria de Vecinos Los Cimientos Xetzununchaj”, y el Gobierno identificarán, negociarán dentro de los sesenta días posteriores al asentamiento de la comunidad, proyectos de carácter urgente que reactiven su capacidad productiva y de carácter económico y social, con el propósito de contribuir al desarrollo y bienestar de la comunidad y teniendo presente los resultados del estudio agrológico realizado y el reconocimiento de los linderos y mojones de las fincas San Vicente Osuna y su anexo la finca las Delicias.
	Pendiente
	Información no proporcionada: las partes no han presentado información sobre las medidas adoptadas para cumplir con este extremo del acuerdo.
La CIDH insta al Estado a presentar información específica y actualizada el cumplimiento de este punto. 
La Comisión considera que la medida continúa pendiente de cumplimiento.

	3.
Los propietarios individuales, poseedores y causahabientes de las fincas que conforman la comunidad de Los Cimientos como parte de los compromisos que se derivan de la adquisición que el Gobierno hará a su favor de las fincas denominadas San Vicente Osuna y su anexo la finca Las Delicias, cederán sus actuales derechos de propiedad, posesión y hereditarios al Fondo de Tierras, de conformidad con lo establecido en el artículo 8 inciso h de la Ley del Fondo de Tierras, Decreto No. 24-99.
	Pendiente
	Información no proporcionada: las partes no han presentado información sobre las medidas adoptadas para cumplir con este extremo del acuerdo.
La CIDH insta al Estado a presentar información específica y actualizada el cumplimiento de este punto. 
La Comisión considera que la medida continúa pendiente de cumplimiento.

	4.
El Estado será responsable del traslado de las 233 familias de la comunidad Los Cimientos, Quiché, así como de sus bienes, desde la Aldea Batzulá Churrancho, municipio de Santa María Cunén, departamento Quiché, hasta la finca San Vicente Osuna y su anexo la finca las Delicias, ubicadas en el municipio de Siquinalá, departamento de Escuintla.
	Total


	5.
El Gobierno proporcionará los recursos necesarios para dotar de alimentación a las 233 familias durante el tiempo que dure su traslado y ubicación en su nuevo asentamiento, así como el acompañamiento de una unidad móvil, debidamente equipada durante el tiempo que dure el traslado y durante el tiempo en que no exista una instalación formal de salud en su nuevo asentamiento, con el fin de atender cualquier emergencia.
	Total 2018
	El 24 de marzo de 2017, los peticionarios reconocieron que el Estado había dotado de alimentación a las 233 familias, asimismo y valoraron los esfuerzos realizados por el Estado para el cumplimiento de esta medida. 
Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por la parte peticionaria en su momento, la Comisión aprovecha la oportunidad para valorar que con respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento total y así lo declara.

	6.
Para la ubicación y asentamiento de la comunidad, el Gobierno de la República otorgará ayuda humanitaria, techo mínimo y servicios básicos.
	Parcial sustancial 2018
	En el 2013, los peticionarios informaron que para octubre de 2013, de un total de 103 expedientes de beneficiarios de vivienda, se habían aprobado 64 estudios socioeconómicos, y que quedaba pendiente la aprobación de los restantes 38. Manifestaron también que están a la espera de que el Fondo Guatemalteco para la Vivienda (FOGUAVI) declare y apruebe las 103 viviendas. 

En el 2015, el Estado manifestó que el 29 de diciembre de 2014 el FOPAVI (Fondo para la Vivienda) emitió orden de pago mediante la cual se transfiere la cantidad de dos millones doscientos cuarenta mil quetzales en concepto de subsidio a la entidad que llevará a cabo las primeras 64 viviendas de los beneficiarios. El Estado informó de igual forma que la aprobación de los 38 restantes se dará en la Sesión Ordinaria de la Junta Directiva a realizarse en el mes de enero de 2015

En el 2016, los peticionarios informaron que en relación al otorgamiento de 103 viviendas, concuerdan con lo indicado por el Estado en el informe de 9 de enero de 2015 sobre la orden de pago y transferencia de fondos por la FOPAVI para la construcción de 64 viviendas de los beneficiarios. En este sentido señalan que de las 64 viviendas aprobadas, se empezaron a construir 23 en abril de 2015 y fueron entregadas en septiembre de 2015. Por lo cual, falta la construcción de 41 de las viviendas aprobadas, así como están pendientes de aprobación 39 expedientes a pesar de lo indicado por el Estado en su informe del 9 de enero de 2015. Finalmente, los peticionarios recalcaron su preocupación en cuanto al Convenio Específico ya que, a la fecha, la COPREDEH no ha presentado una contrapropuesta con sus observaciones finales a pesar de haberse comprometido en mayo de 2012. 

El Estado mencionó, en concordancia con lo expuesto por los peticionarios, los avances realizados en relación a la transferencia de fondos para la construcción de las 64 viviendas, así como la terminación de la primera fase de la construcción. Igualmente, el Estado menciona que, en la Sesión Ordinaria de la Junta Directiva de FOPAVI, serán aprobados los aportes previos para iniciar la construcción de las viviendas para los 38 beneficiarios restantes.

Posteriormente, el Estado indicó que se han realizado gestiones encaminadas a dotar de vivienda a las víctimas del presente caso recalcando información aportada el 30 de octubre de 2015. Asimismo, el Estado explicó que la crisis política vivida por el Gobierno en el año 2015 desestabilizó entidades como el FOPAVI, razón por la cual no se ha logrado avanzar en la construcción de las viviendas.

los peticionarios sostuvieron que el 3 de mayo de 2016 se llevó a cabo una reunión con representante de la COPREDEH en la cual manifestaron su preocupación por el estado de cumplimiento del compromiso de vivienda, el cual se mantiene igual desde septiembre de 2015, y solicitaron que dicha institución convocara a una reunión a FOPAVI con presencia de los representantes de las víctimas a efecto de requerir agilizar el trámite para que se procediera a hacer el segundo desembolso para continuar y concluir con la construcción de las 41 viviendas que hacen falta, así como la aprobación de los restantes 39 subsidios habitacionales. En esa oportunidad los peticionarios solicitaron, de la misma forma, a la COPREDEH a dar seguimiento al convenio específico pendiente de suscripción el cual contiene las medidas de reparación sobre servicios de agua, traslado del basurero, servicios de salud, reactivación del lavadero comunal, servicio de luz eléctrica para las viviendas, infraestructura escolar y, proyectos de reactivación económica.

En el 2017, los peticionarios indicaron que en relación a la selección de la constructora, en su momento, FOPAVI les proporcionó un listado de empresas que cumplían con los requisitos para que los peticionarios eligieran, por lo que no se les permitió elegir una empresa que no estuviera dentro del listado proporcionado. En relación a la reunión del 3 y 6 de marzo de 2017, informada por el Estado, indicaron que el asesor de CALDH fue convocado únicamente a la reunión del 6 de marzo y en dicha reunión se le informó debidamente de la inactividad de la constructora y el procedimiento a seguir. Asimismo, los peticionarios valoraron positivamente el compromiso de COPREDEH de mantener el contacto con FOPAVI para lograr que la constructora cumpla con sus obligaciones. Por todo lo anterior, los peticionarios observaron que el Estado ha cumplido parcialmente la medida de vivienda. 

El 23 de agosto de 2018, el Estado ratificó la información presentada en 2017 e indicó que las 38 viviendas pendientes de otorgarles el aporte previo por el monto de 2.240.000 quetzales, espera sean aprobados a la brevedad posible. Adicionalmente, indicó que ya cuenta con el aval del supervisor externo de FOPAVI para el tercer desembolso a favor de los beneficiarios, para concluir con el proyecto de las viviendas calificadas y aprobadas por el Crédito Hipotecario Nacional. 

Dicha información fue confirmada por los peticionarios el 12 de octubre de 2018, e indicaron que la razón de la demora con el pago ha sido que, según les informó FOPAVI, se extraviaron los expedientes.  

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por el Estado, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento parcial sustancial y así lo declara.
La Comisión insta a la Estado a  encontrar fórmulas alternativas para poder dar cumplimiento total a esta medida, superando los obstáculos administrativos actuales indicados por los peticionarios. 

	7.
El Gobierno de Guatemala se comprometió a gestionar la creación de una comisión de impulso que se encargará de verificar el estado del proceso legal seguido en contra de las personas involucradas en los hechos del 25 de junio del 2001 contra los propietarios de las fincas Los Cimientos y Xetzununchaj.
	Parcial
	En el 2013, el Estado manifestó que el hecho de que no se haya condenado a nadie en el presente caso, no implica que no se haya gestionado el avance respectivo; de hecho, refirió que se capturó e investigó a Mateo Hernández Sánchez (única persona sometida en el presente caso). Por su parte, los peticionarios señalaron que el Estado sigue sin cumplir con su compromiso de investigación, juicio y sanción de los responsables, ya que este caso está en total impunidad desde hace más de 12 años. Asimismo, lamentaron que la única persona sometida a juicio en el presente caso haya quedado libre por la indebida diligencia del Ministerio Público en este caso. 

En el 2015, los peticionarios manifestaron que el Estado no ha continuado con una efectiva investigación de otros posibles responsables de los hechos del presente caso, y no ha presentado información detallada y actualizada sobre el estado actual del proceso penal y situación legal de los otros sindicados, reiterando que la única persona llevada a juicio ha quedado en libertad.

En el 2016, el Estado indicó que espera que con la creación del mecanismo de coordinación COPREDEH- Ministerio Público para la investigación de casos ante el Sistema Interamericano, se avance en este tema.
En el 2018, las partes no presentaron información sobre este punto del acuerdo. 

Información no proporcionada: las partes no han presentado información sobre las medidas adoptadas para cumplir con este extremo del acuerdo.
Tomando en consideración la información disponible, la Comisión considera que la medida continúa teniendo un nivel de ejecución parcial. 


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por las partes en el 2018 es relevante dado que es actualizada e incluye las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de una de las cláusulas del acuerdo de solución amistosa. 

5. Por lo anterior, la CIDH considera que hay información suficiente para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018.

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
6. La Comisión observa con preocupación que  no han existido avances sustanciales en el cumplimiento de las medidas pendientes del acuerdo de solución amistosa. 

7. Por lo expuesto, la Comisión concluye que el acuerdo amistoso se encuentra parcialmente cumplido. En consecuencia, la Comisión seguirá supervisando los puntos 2, 3, 6 y 7 del acuerdo de solución amistosa hasta su total implementación. 

VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados estructurales del caso

· El Estado compró a favor de todos los integrantes de la comunidad Los Cimientos Quiché, conformada en la asociación civil “Asociación Comunitaria de Vecinos Los Cimientos Xetzununchaj”, la finca San Vicente Osuna y su anexo la finca Las Delicias, colindantes y ubicadas en el municipio de Siquinalá, departamento de Escuintla;
· El Estado trasladó las 233 familias de la comunidad Los Cimientos, Quiché, así como de sus bienes, desde la Aldea Batzulá Churrancho, municipio de Santa María Cunén, departamento Quiché, hasta la finca San Vicente Osuna y su anexo la finca las Delicias, ubicada en el municipio de Siquinalá, departamento de Escuintla.
FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 29/04
CASO 9.168
JORGE ALBERTO ROSAL PAZ
(Guatemala)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Jose Alberto Rosal Paz
Peticionario (s): Blanca Vargas
Estado: Guatemala
Informe de Acuerdo de Solución Amistosa: 29/04, publicado el 11 de marzo de 2004
Relatoría vinculada: N/A
Temas: Desaparición/ Investigación
Hechos: El caso se refiere a la desaparición del señor Rosal Paz el 12 de agosto de 1983. La víctima fue detenida mientras manejaba entre Teculutan y la ciudad de Guatemala, a la fecha se desconoce el paradero de la víctima. La peticionaria alegó que mientras el señor Rosal manejaba en la carretera en dirección al Atlántico en la provincia de Zacapa fue seguido por dos hombres en una moto. Al llegar a la ciudad de Lo de Pinto o Casas de Pinto  en la municipalidad de Río Hondo, Zacapa, fue interceptado y secuestrado por un grupo armado, quienes se encontraban dirigiendo un jeep. Familiares del señor Rosal no recibieron más noticias sobre su paradero, no pudieron encontrarlo en los hospitales, en las morgues o centros de detención en la ciudad de Guatemala, o en la zona de Zacapa y sus alrededores. Al momento de su detención, el Ingeniero Agrónomo tenía 28 años de edad, y era padre de una pequeña niña. 

Derechos alegados: En el acuerdo de solución amistosa se establece como base jurídica los consagrados en los artículos 4 (derecho a la vida), 5 (derecho a la integridad personal), 7 (derecho a la libertad personal), 8 (garantías judiciales), 19 (derechos del niño), 25 (derecho a la protección judicial) y 1.1 (obligación de respetar los derechos) de la Convención Americana.


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes, los días 25 de septiembre de 2015, 13 de octubre de 2016, 25 de agosto de 2017 y el 19 de julio y 3 de octubre de 2018. 

2. El Estado proporcionó información los días 9 de enero y 21 de octubre de 2015, 11 de noviembre de 2016, 27 de abril de 2017 y el 31 de agosto de 2018. 

3. Los peticionarios presentaron información los días 29 de diciembre de 2016. La parte peticionaria no presentó información ni observaciones a los escritos del Estado en el 2017 y 2018. 

III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	TERCERO: DEL RECONOCIMIENTO DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO Y ACEPTACIÓN DE LOS HECHOS

El Estado de Guatemala reconoce la responsabilidad institucional del Estado que deviene por el incumplimiento impuesto por el Artículo 1.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos de respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana además de los artículos 4, 5, 7, 8, 11, 17, 19 y 25 de dicha Convención.
	Clausula declarativa

	CUARTO: DE LA REPARACIÓN ECONÓMICA Y OTRO TIPO DE REPARACIÓN

	El Estado de Guatemala, por intermedio de la COPREDEH, entrega a la señora Blanca Elvira Vargas Cordón de Rosal, en concepto de Reparación económica por una sola vez la cantidad de dos millones quinientos mil quetzales Q.2,500,000.00. Esta indemnización reparatoria involucra el daño material (el lucro cesante y el daño emergente) así como el daño moral, provocados a la familia del Ingeniero Agrónomo Jorge Alberto Rosal Paz y Paz
	Total


	4.a. En el tema de educación, El Estado de Guatemala por intermedio de COPREDEH, realizará Ias acciones y gestiones necesarias tendientes a que se les otorgue una beca de estudios a María Luisa y Jorge Alberto Rosal Vargas, hijos del señor Jorge Alberto Rosal Paz y Paz, en el nivel intermedio y universitarios en la Universidad George Washington y la Universidad de Georgetown en Washington, D. C., Estados Unidos de América, a partir del año 2004 hasta concluir sus carreras
	Total 2018
	En el 2013, el Estado  indicó en relación a la Beca de María Luisa Rosal Paz: que aprobó un presupuesto para que María Luisa Rosal Paz realizara estudios de Maestría en la Universidad Mc Gill en Canadá, pero que ella ya había realizado con otros fondos, una maestría en Argentina. En relación a la beca de Jorge Alberto Rosal Vargas, el 18 de abril de 2012 el beneficiario solicitó una ampliación adicional de la beca para que se extendiera un año más su beca de estudio. Sin embargo, en audiencia ante la CIDH realizada el 3 de noviembre de 2012, el Estado indicó que no puede modificar nuevamente el compromiso adquirido y que se limitará a cumplir con lo aprobado en el contrato de financiamiento de fecha 17 de febrero de 2012.

Los peticionarios informaron que María Luisa Rosal y Jorge Alberto Rosal han recibido parte de las becas. En el caso de María Luisa indicaron que queda pendiente otorgar el resto de la beca respecto de los estudios universitarios, y solicitaron que quede abierta la posibilidad de realizar los estudios universitarios en cualquier universidad y país. 1330. En cuanto al pago de la beca de Jorge Alberto Rosal, con respecto al cual se habría suscrito un contrato de financiamiento no reembolsable por US$ 48,382.70, los peticionarios agregaron que está pendiente el pago de US$5,327.05 de los dos primeros años de nivel intermedio y por el atraso de los pagos efectuados no pudo dedicarse a su estudio a tiempo completo, provocando un retraso en los estudios. Señalaron que faltarían dos años de universidad para terminar la licenciatura y dos años de maestría.

En el 2014, con respecto a Jorge Alberto Rosal Vargas, el Estado informó que en el año 2014 se gestionó y se aprobó el financiamiento de la beca de estudios, con hospedaje y alimentación, en una universidad en el exterior.

En el 2016, el Estado expresó que desde el 2010 se le solicitó a María Luisa Rosal que comunicara formalmente a la COPREDEH con copia a la Secretaría de Planificación y Programación de la Presidencia de la República de Guatemala- SEGEPLAN, sobre su planificación de estudios visto que no logró realizar estudios en una universidad en Canadá; pero a la presente fecha no ha presentado el informe requerido. Igualmente, indica que la beneficiaria debía presentar solicitud para que se le otorgue financiamiento de estudios en Argentina y adjuntar constancia que no fue admitida en la universidad, información que a la fecha todavía no ha sido remitida. En base a lo anterior, el Estado solicitó que, por la falta de interés de la beneficiaria, se dé por cumplido el presente compromiso.

En cuanto a Jorge Alberto Rosal, destacó que, en atención a lo acordado sobre este punto en el Acta de Compromiso y sus posteriores ampliaciones, el Estado ha cumplido con los desembolsos para la realización de los estudios intermedios en el bachillerato en Psicología en el Nothern Virgina Community College equivalente a U.S.D. $ 93,000. En relación a la petición presentada por el beneficiario para que se le cubra un año de estudios adicional, para llevar cursos preparatorios para ingresar a las siguientes Universidades en lugar de ingresar a la George Mason University como lo había solicitado originalmente; el Estado indicó que dichos montos y años de estudios no estaban contemplados en la solicitud original y en la aprobación del financiamiento. Asimismo, el Estado reiteró que adicionalmente ha desembolsado a favor del beneficiario el monto total de la beca para estudios avanzados de cuatrocientos dieciséis mil seiscientos catorce quetzales (Q. 416,614.18), para estudiar Contabilidad en la George Mason University. En base a lo anterior, el Estado requiere que se dé por cumplido el presente compromiso.

La peticionaria informó que la beca de Maria Luisa Rosal sigue pendiente de cumplimiento.  En relación a la beca de Jorge Alberto Rosal Vargas, la peticionaria informó que haría falta el pago de $5, 327 dólares, que el beneficiario ya logró finalizar la carrera en la Universidad George Mason, y que estaría interesado en continuar sus estudios con una maestría. 

En el 2017, el Estado reiteró que a la fecha la peticionaria no ha proporcionado el expediente de solicitud financiera requerido. Debido a la falta de interés mostrada, el Estado le solicitó a la CIDH dar por cumplido dicho compromiso. Respecto a la beca para Jorge Alberto Rosal Vargas, el Estado informó que el aludido se gradúo de la Universidad de George Mason. Adicionalmente informó que ha financiado los estudios por un monto total de 93.000 dólares. El Estado estimó improcedente las solicitudes posteriores, por lo que le solicitó a la CIDH dar por cumplido el presente compromiso.

En el 2018, el Estado reiteró la información suministrada con anterioridad. 

Al respecto, es de indicar que en su Informe Anual de 2017, la Comisión solicitó al Estado que indicara la viabilidad de cubrir una maestría al beneficiario Jorge Albero Rosal Vargas. Dada la respuesta reiterativa del Estado, la Comisión entiende que no es viable dicha posibilidad. La Comisión observa que la parte peticionaria no presentó observaciones adicionales sobre este punto. 

En relación a la beca para Maria Luisa Rosal, la Comisión solicitó en su Informe Anual de 2017, que aportara la información pertinente para que el Estado pudiera evaluar la implementación. La Comisión ha esperado dos años sin respuesta de la parte peticionaria. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes durante el seguimiento de la implementación del acuerdo, la Comisión considera que con respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento total y así lo declara.

	4.b. El Estado de Guatemala, por conducto del Ministerio de Educación, designará con el nombre de "Ing. Ag. JORGE ALBERTO ROSAL PAZ Y PAZ" a la Escuela de Agricultura de Nororiente - EANOR -. Lugar en donde deberá ser develada una placa conmemorativa y la autoridad superior del Estado (Presidente de la República), o su representante hará pública la responsabilidad de conformidad con lo establecido en la Convención Americana sobre Derechos Humanos
	Total


	4.c. El Estado de Guatemala por conducto de la autoridad respectiva, realizará las gestiones necesarias tendientes a dotar a la señora Blanca Elvira Vargas Cordón de Rosal, del terreno propiedad del Estado ubicado en jurisdicción de la Aldea Pasabien, municipio de Río Hondo, departamento de Zacapa, cuyo perímetro mide aproximadamente seiscientos cuatro metros con sesenta centímetros, que tiene como colindancias las propiedades de los señores AL NORTE; Doscientos trece metros con sesenta centímetros; colinda con Hugo Castañeda, AL SUR:: ciento ochenta y siete metros colinda con carretera pavimentada; AL ORIENIE: ciento once metros, colinda con la Finca Matriz del Estado; AL PONIENTE: noventa y tres metros, colinda con El Señor Hernán Roldán. Este compromiso se circunscribe en torno al tema de Vivienda Familiar.
	Parcial
	En el 2007, el Estado informó que solicitó un avalúo comercial del terreno señalado al Registro de Información Catastral y que en febrero de 2007, el valor de la propiedad ascendía a 165,971.34 quetzales (moneda nacional), monto que fue ofrecido a la peticionaria por la imposibilidad de otorgarle el terreno definido en la solución amistosa por las razones indicadas, oferta que fue rechazada en su momento. Señaló al respecto que en la reunión de trabajo realizada el 4 de noviembre de 2009 en la sede de la CIDH durante su 137° período de sesiones, el Estado propuso realizar un nuevo avalúo del terreno, que permita establecer un valor actualizado del mismo, propuesta que fue aceptada por la parte peticionaria. El Estado señaló que ello hizo necesario hacer una modificación al acuerdo amistoso suscrito el 9 de enero de 2004, con el objeto de justificar la erogación del monto equivalente al valor actual del terreno por parte del Ministerio de Finanzas Públicas. 

En el 2013, el Estado reiteró que ha propuesto a la peticionaria entregarle el monto en dinero del valor del inmueble conforme al avalúo realizado por el Registro de Información Catastral, propuesta que ha sido rechazada por la peticionaria por considerar que el dinero ofrecido no es suficiente. 

Los peticionarios solicitaron que el Estado realice un nuevo avalúo comercial para que el valor del inmueble se ajuste a su valor real. El Estado indicó que no puede ofrecer una cantidad distinta a la que resultó del avalúo realizado el 13 de enero de 2007.

En 2017, el Estado informó que los peticionarios solicitaron la realización de un nuevo avalúo comercial, por lo que reiteró su disposición para retomar el diálogo con los peticionarios. 

En el 2018, el Estado reiteró la información suministrada con anterioridad. La parte peticionaria no presentó información adicional ni observaciones sobre el particular. 

Información proporcionada no relevante (la información fue proporcionada dentro del plazo especificado por la CIDH pero no se refiere a las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las clausulas, está desactualizada, o es repetitiva a la información presentada en años anteriores sin presentar nueva información).  
Tomando en consideración los elementos de información disponibles la Comisión considera que el nivel de cumplimiento de esta medida sigue siendo parcial. 

	QUINTO:           INVESTIGACIÓN Y SANCIÓN DE LOS RESPONSABLES

	Con sujeción al ordenamiento constitucional y legal guatemalteco y de conformidad con sus obligaciones internacionales, el Estado de Guatemala se compromete a reactivar las investigaciones de los hechos por conducto del Ministerio Público y en la medida de lo posible a enjuiciar tanto civil como penal y administrativamente a las personas que, en cumplimiento de funciones estatales o prevalidos de poder público, se presuma que tuvieron participación en los hechos que provocaron la desaparición del Ingeniero Agrónomo Jorge Alberto Rosal Paz y Paz, reconocidos en este acuerdo y/o en caso que de las investigaciones no resulte probada la participación de elementos o agentes del Estado en estas violaciones, deducir las responsabilidades penales y civiles de aquellas personas particulares qua hayan participado y ejecutado los ilícitos respectivos. Adicionalmente, y en la medida de sus posibilidades y de acuerdo con la naturaleza y circunstancias del caso, el Estado de Guatemala se compromete a iniciar leyes acciones legales en contra de las personas que por sus omisiones, negligencia o impericia hayan retardado la administración de justicia en este caso.
	Parcial
	En el 2008, el Estado informó que en materia de investigación y justicia, de acuerdo a un informe emitido por el Ministerio Público de fecha 28 de noviembre de 2008, el Caso se encuentra identificado con el número MP001-2005-95843. Agrega el informe del Ministerio Público que habrían tres personas supuestamente implicadas en la desaparición forzada del señor Jorge Alberto Rosal Paz y detalla una serie de diligencias y requerimientos de información realizados por dicha entidad a: el Ministerio de Defensa, el Instituto de Previsión Militar, el Ministerio de Gobernación, la Dirección de Investigaciones Criminalísticas de la Policía Nacional, la Dirección de Investigaciones Criminalísticas del Ministerio Público, la Superintendencia de Administración Tributaria, el Tribunal Supremo Electoral, el Registro Civil, entre otras. Asimismo, se informó que se tomaron una serie de declaraciones a oficiales del Ejército, miembros de la Policía Nacional y a posibles testigos. Concluyó el Estado que respecto del compromiso relacionado con la investigación, juicio y sanción de los responsables, el Ministerio Público se encuentra realizando esfuerzos con el propósito de determinar el paradero de Jorge Alberto Rosal Paz y la realización de un juicio, conforme al debido proceso, y sancionar a los responsables de los hechos.
En el 2016, el Estado indicó que espera que con la creación del mecanismo de coordinación COPREDEH- Ministerio Público para la investigación de casos ante el Sistema Interamericano, se avance en este tema. La peticionaria reconoció estar de acuerdo a lo informado por el Estado.

En el 2017, la Comisión saludó la voluntad del Estado de coordinar con los peticionarios reuniones de trabajo con el objeto de avanzar en el cumplimiento del compromiso relativo a la vivienda familiar. Por otro lado, la CIDH toma nota de la información presentada por las partes y al respecto, invita al Estado a avanzar de manera más ágil y expedita hacia el cumplimiento integral de los compromisos pendientes. En este sentido queda a la espera de información detallada y específica sobre los avances que resulten del mecanismo de coordinación COPREDEH- Ministerio Público en el presente caso.

En el 2018, el Estado reiteró la información suministrada con anterioridad. La parte peticionaria no presentó información adicional ni observaciones sobre el particular. 

Información no proporcionada (la información no fue proporcionada sobre medidas adoptadas para cumplir con las clausulas emitidas; de manera expresa se le indica a la CIDH que no se presentará la información; o fue(ron) solicitada(s) prórroga(s) para proporcionar información y, al final, no se la proporciona).

Tomando en consideración los elementos de información disponibles la Comisión considera que el nivel de cumplimiento de esta medida sigue siendo parcial. 


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por el Estado en 2018 no es relevante dado que no se refiere a las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las clausulas, está desactualizada y es repetitiva de la información presentada en años anteriores sin presentar nueva información.  Por lo anterior, la CIDH considera que no hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
5. La Comisión observa que no han existido avances sustanciales en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en los últimos años. 

6. La CIDH observa con preocupación que trascurridos 14 años desde la aprobación del informe de solución amistosa, el Estado no ha mostrado avances en el cumplimiento del compromiso referido a la investigación de los hechos. Por lo anterior, se concluye que el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa es parcial. En consecuencia, la Comisión seguirá supervisando los puntos 4.c y 5 del acuerdo.
IV. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso

· Se pagó la compensación económica establecida en el acuerdo; 

· Se proporcionaron becas educativas a los hijos de la víctima;

· Se develó una placa conmemorativa; 
· Se hizo el reconocimiento de responsabilidad de conformidad con lo establecido en el acuerdo.
B. Resultados estructurales del caso
· Se designó con el nombre de "Ing. Ag. JORGE ALBERTO ROSAL PAZ Y PAZ" a la Escuela de Agricultura de Nororiente - EANOR -. 

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 99/05
PETICIÓN 133-04
JOSE MIGUEL MÉRIDA ESCOBAR
(GUATEMALA)
I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Jose Miguel Merida Escobar
Peticionario (s): Ever Obdulio Mérida Escobar; Fundación Myrna Mack
Estado: Guatemala
Informe de Acuerdo de Solución Amistosa: 99/05, publicado el 27 de octubre de 2005
Relatoría vinculada: Unidad de Memoria, Verdad y Justicia
Temas: Ejecuciones sumarias, extrajudiciales o arbitrarias
Hechos: En resumen, el 19 de febrero de 2004 la CIDH recibió una petición presentada por Amanda Gertrudis Escobar Ruiz, Fernando Nicolás Mérida Fernández, Amparo Antonieta Mérida Escobar, Rosmel Omar Mérida Escobar, Ever Obdulio Mérida Escobar, William Ramírez Fernández, Nadezhda Vásquez Cucho y Helen Mack Chan, denunciando al Estado de Guatemala por la ejecución extrajudicial de José Miguel Mérida Escobar el 5 de agosto de 1991. De acuerdo a la petición, el señor Mérida Escobar se desempeñaba como Jefe de la Sección de Homicidios del Departamento de Investigaciones Criminológicas de la Policía Nacional y estaba a cargo de la investigación criminal por el asesinato de la antropóloga Myrna Mack Chang.  En el contexto de esta investigación criminal, el 29 de septiembre de 1990 concluyó que el principal sospechoso por el asesinato de Myrna Mack Chang, era miembro del Departamento de Seguridad del Estado Mayor Presidencial del Ejército de Guatemala.  El 5 de agosto de 1991, el señor Mérida Escobar fue asesinado con disparos en la cabeza, cuello, torso izquierdo y brazo izquierdo, muriendo instantáneamente.
Derechos alegados: En la petición se alegó que el Estado era responsable por la violación de los derechos consagrados en los artículos 4 (derecho a la vida), 5 (derecho a la integridad personal), 8 (garantías judiciales), 25 (derecho a la protección judicial) y 1.1 (obligación de respetar los derechos) de la Convención Americana en perjuicio de José Miguel Mérida Escobar, quien fue ejecutado extrajudicialmente, y su familia.


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes, los días 5 de octubre de 2015, 13 de octubre de 2016, 25 de agosto de 2017 y el 1 de agosto y 28 de noviembre de 2018. 

2. El Estado proporcionó información los días 9 de enero y 6 de noviembre de 2015, 11 de noviembre de 2016, 12 de octubre de 2017 y el 23 de agosto de 2018. 

3. Los peticionarios presentaron información el 19 de septiembre de 2017. Los peticionarios no presentaron información en el 2018. 
III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	IV. El Derecho a la Reparación Por Daños Patrimoniales: El derecho a la reparación que asiste a los familiares de la víctima, ha sido acogido por los diversos tratados, convenciones tanto universales como y regionales e incluso por la propia Corte Interamericana de Derechos Humanos a través de las resoluciones emitidas. La indemnización pecuniaria es el mecanismo más común para reparar a las víctimas y/o a sus familiares.  El cálculo de su monto se torna sumamente difícil, prefiriéndose optar por una suma prudente que, sin que necesariamente cubra absolutamente todos los daños patrimoniales, proporcione a los deudos un monto suficiente para entender reparado su sufrimiento y el daño patrimonial causado.  Corresponde a los familiares, por lo tanto el derecho a obtener una reparación de carácter integral, que comprenda medidas de indemnización compensatoria por los graves daños y perjuicios producidos, también medidas de satisfacción y dignificación individual y comunitaria, que incluyan acciones de reparación moral y simbólica.
	Declarativa

	V.REPARACIÓN ECONÓMICA: El monto de reparación económica no podrá ser publicitado y se mantendrá la reserva del caso por cuestiones de seguridad para la familia de José Miguel Mérida Escobar
	Total 2018
	El 13 de abril de 2018, el Estado informó que el pago indemnizatorio se realizó el 29 de abril de 2005. Adicionalmente agregó que si la CIDH lo consideraba conveniente, el Estado pudiera remitir copia del acta de finiquito que se extendió a los peticionarios, al momento de recibir la indemnización. 

Al respecto, la parte peticionaria no presentó observaciones. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por el Estado, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento total y así lo declara. 

	VI. Otras Formas de Reparación 

	De la Investigación:

El Gobierno de Guatemala, impulsará las gestiones ante el Ministerio Público para que se realice una investigación seria y efectiva que culmine en un proceso penal que individualice, procese y condene a todos los responsables materiales e intelectuales de la ejecución extrajudicial del investigador policial José Miguel Mérida Escobar: así como, a los responsables de las irregularidades en la investigación criminal en dicho caso.
	Parcial sustancial 2018
	En el 2016, el Estado presentó información respecto a las acciones realizadas por la Fiscalía Especial del Ministerio Público. Al respecto, recordó que en junio de 2014 se hicieron efectivas las órdenes de captura en contra de los 3 sindicados, restando solo aquella emitida en contra del señor Edgar Lucas Martínez García. Con el fin de determinar el paradero de este último, el 15 de mayo de 2015 la Fiscalía Especial solicitó a la Policía Internacional -INTERPOL- la difusión de la notificación roja de orden de localización y aprehensión del sindicado. Por otro lado, el 13 de septiembre la misma Fiscalía solicitó al Tribunal Primero de Sentencia Penal, Narcoactividad y Delitos contra el Ambiente, que los sindicados aprehendidos sean juzgados por los delitos de asesinato, y delitos contra los deberes de la humanidad. En consecuencia, se tiene programado llevar a cabo la audiencia oral ante este Tribunal en contra de los sindicados el día 28 de febrero de 2017. 

En el 2017, los peticionarios informaron que el Ministerio Público, a través de la Fiscalía Especial, ha dado seguimiento al presente caso. Asimismo, reconocieron que se capturó y enjuició a un grupo de ex integrantes de la Policía Nacional, y con posterioridad se condenó a algunos procesados y se absolvió a otros implicados. Indicaron además, que dicho fallo fue apelado por los querellantes y el Ministerio Público por motivos de forma. A la fecha de cierre del presente informe, los peticionarios se encuentran esperando la resolución de la Sala de la Corte de Apelaciones.

El Estado reiteró lo indicado en el informe presentado a la CIDH el 11 de noviembre de 2016, e indicó que el 28 de febrero de 2017 el Tribunal Primero de Sentencia Penal, Narcoactividad y Delitos contra el Ambiente inició el debate oral y público contra los sindicados, y le solicitó al Ministerio Público mantenga informado al Estado sobre los avances en el proceso penal. En ese sentido, el Estado se comprometió a mantener informada a la CIDH sobre los avances que le sean proporcionados en el presente caso.

Al respecto, la CIDH saluda la iniciativa del Estado, y toma nota de los esfuerzos desplegados por el Estado para el comparecimiento de las personas sindicadas ante las autoridades judiciales para su procesamiento y queda a la espera de información adicional sobre los resultados de dichas actuaciones.

El 23 de agosto de 2018, el Estado informó que se encuentra pendiente que el Ministerio Público traslade a COPREDEH las actuaciones finales del Tribunal Primero de Sentencia Penal, Narcoactividad y Delitos contra el Ambiente. De mayor riesgo, Grupo B, el cual dio inicio al debate oral y público en contra de los sindicados. En relación al sindicado Edgar Lucas Martinez, quien se encuentra prófugo de la justicia, el Estado indicó que además de la solicitud de la difusión de la orden de localización y captura solicitada a la INTERPOL de 2015, se han realizado varios allanamientos de cuentas bancarias para poder determinar el paradero. 
Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por el Estado, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento parcial sustancial y así lo declara.

	Medidas para honrar la memoria de la víctima

	a)       El Gobierno de la República, se compromete a llevar a cabo las gestiones pertinentes ante el Ministerio de Gobernación y Cooperación Internacional para instituir una beca para estudios policiales en el extranjero.
	Pendiente
	El 9 de enero de 2015, el Estado indicó que la Secretaría de Planificación y Programación de la Presidencia de la República (SEGEPLAN) sugirió ampliar el acuerdo de solución amistosa para definir los detalles de la beca, por lo que, al momento de contar con la elaboración del proyecto, se trasladaría a la CIDH.

En el 2017, el Estado reiteró lo indicado en escritos anteriores, informaron además, que a través de COPREDEH se solicitó que se formara un equipo de trabajo  para que realice reuniones con los peticionarios con la finalidad de promover la realización de un proyecto para que se tomen las acciones necesarias para avanzar en el cumplimiento del presente punto.

El 23 de agosto de 2018, el Estado reiteró que se han realizado reuniones de trabajo con las instituciones involucradas: el Ministerio de la Gobernación. La Policía Nacional Civil y la Secretaría de Planificación y Programación de la Presidencia de la República de Guatemala (SEGEPLAN). Finalmente, indicó que SEGEPLAN “refirió ampliar el ASA para definir las especificaciones de cómo debe crearse dicha beca”. 

Tomando en consideración los elementos de información disponibles la Comisión considera que el cumplimiento de esta medida sigue estando pendiente.

	b) Elaborar una carta de reconocimiento de la responsabilidad internacional por parte del Estado de Guatemala de la ejecución extrajudicial de José Miguel Mérida Escobar se hará circular en el Diario Oficial y por Internet a las Agencias Internacionales.
	Parcial 
	En el 2013, el Estado indicó que la carta de reconocimiento de la responsabilidad internacional del Estado fue emitida por el ex Presidente Álvaro Colom y publicada en el Diario Oficial el 15 de septiembre de 2010. Estaría pendiente su publicación en agencias internacionales.

En el 2015, el Estado estableció que sigue pendiente la publicación en agencias internacionales de la carta de reconocimiento de la responsabilidad internacional del Estado. En octubre de 2015, El Estado, manifestó que solicitó en octubre del mismo año, a la agencia internacional de noticias Agence France Presse  su colaboración para que circule en su página web la carta de disculpas y reconocimiento de responsabilidad otorgada por el Estado a los familiares de la víctima.  

En el 2017 y 2018 el Estado reiteró la información proporcionada en los informes anteriores y resaltó que cuando COPREDEH tenga los recursos económicos necesarios para dar cumplimiento al presente punto, se le proporcionará la información a la CIDH. 

La Comisión observa con preocupación que el Estado tiene 5 años esperando la publicación de la carta en AFP. Por lo anterior, la Comisión considera que el Estado debe buscar otro medio de comunicación para la publicación de la mencionada nota, o en su defecto proceder a la misma a través de alguna de sus páginas oficiales.  

Tomando en consideración los elementos de información disponibles la Comisión considera que el nivel de cumplimiento de esta medida sigue siendo parcial.

	c)       El Gobierno de Guatemala se compromete a realizar las gestiones pertinentes, ante el Ministerio de Gobernación, para que autorice la colocación de una plaqueta en memoria del investigador policial José Miguel Mérida Escobar en las instalaciones del Palacio de la Policía Nacional Civil en memoria de José Miguel Mérida Escobar. 
            No obstante se indica a los peticionarios, que de no autorizarse la colocación de la plaqueta en el lugar indicado, se estará buscando una solución alternativa.
	Total 2018
	 El 13 de abril de 2018, el Estado recordó que la placa se colocó el 30 de noviembre de 2006 en las instalaciones de la Policía Nacional Civil. 

Al respecto, los peticionarios no proporcionaron información ni observaciones. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por el Estado, la Comisión considera que el Estado ha logrado un cumplimiento total de este extremo del acuerdo y así lo declara.

	d)       El Gobierno de la República, se compromete a promover las gestiones necesarias ante las autoridades que les corresponde, para determinar la viabilidad del cambio de nombre de la colonia Santa Luisa en el Municipio de San José del Golfo en el departamento de Guatemala por el nombre de José Miguel Mérida Escobar, lugar donde residió con su familia.
	Total 2018
	El 13 de abril de 2018, el Estado informó que el cambio de nombre de la colonia no fue posible, sin embargo, informó que el 15 de febrero de 2007, se realizó la designación de la calle “Comisario José Miguel Mérida Escobar” en una calle del mismo Municipio. 
Al respecto, los peticionarios no proporcionaron información ni observaciones. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por el Estado, la Comisión considera que el Estado ha logrado un cumplimiento total de este extremo del acuerdo y así lo declara.

	Pensión Vitalicia:

Realizar las gestiones proporcione una pensión vitalicia a los padres de José Miguel Mérida Escobar, la señora Amanda para que se Gertrudis Escobar Ruiz y el señor Fernando Nicolás Mérida Hernández, y una pensión a favor de su hijo menor Edilsar Omar Mérida Alvarado hasta que culmine sus estudios técnicos superiores.
	Total 2018
	En su Informe Anual 2017, la Comisión lamentó la falta de implementación de la medida de pensión en relación a Amanda Escobar y su fallecimiento, e instó al Estado a continuar avanzado de manera más expedita de manera que la esta medida de reparación no perdiera su efecto útil en relación al padre e hijo de la víctima, de lo contrario no se podría tener por cumplido totalmente el acuerdo de solución amistosa. 
El 13 de abril de 2018, el Estado informó que debido a lo resuelto por la Secretaría General de la Presidencia de la República, mediante dictamen No. 41-2012 del 27 de febrero de 2012,  se comunicó que no se podía otorgar la pensión vitalicia a los padres de la víctima. El Estado procedió, en anuencia con los peticionarios, a sustituir la medida por gastos de atención médica. El Estado hizo efectivo el compromiso mediante el pago indemnizatorio por la cantidad de 200.000 quetzales a cada uno de los padres. 

Al respecto, los peticionarios no proporcionaron información ni observaciones. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por el Estado, la Comisión considera que el Estado ha logrado un cumplimiento total de este extremo del acuerdo y así lo declara.

	Salud: 
Realizar las gestiones pertinentes ante el Ministerio de Salud Pública, para que se le proporcione tratamiento psicológico a la señora Rosa Amalia López viuda de la víctima y el menor de los hijos Edilsar Omar Mérida Alvarado.
	Total 2018
	En el 2013, los beneficiarios de la atención psicológica ofrecida por el Estado manifestaron su interés de no recibirla. 
El 13 de abril de 2018, el Estado reiteró que los peticionarios (la viuda y Edilsar Mérida) manifestaron su interés de no recibir dicha medida. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por el Estado, la Comisión considera que el Estado ha logrado un cumplimiento total de este extremo del acuerdo y así lo declara.

	Educación: 
Llevar a cabo las gestiones pertinentes ante el Ministerio de Educación, para que se le otorgue una beca de estudios de conformidad con el nivel educativo correspondiente, a favor del hijo mejor de la víctima Edilsar Omar Mérida Alvarado.
	Total 2018
	Desde el año 2010, el Estado manifestó su imposibilidad de cumplir con este punto dado que Edilsar Mérida indicó que no se encontraba estudiando. En el 2013, el Estado indicó que Edilsar Omar Mérida Alvarado, manifestó su interés de no recibirla. Sin embargo, la parte peticionaria no ha informado a la CIDH sobre este desistimiento de esta medida. 
El 13 de abril de 2018, el Estado reiteró que el peticionario había manifestado su interés de no recibir la ayuda. 

Al respecto, los peticionarios no proporcionaron información ni observaciones. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por el Estado, la Comisión considera que el Estado ha logrado un cumplimiento total de este extremo del acuerdo y así lo declara.


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por el Estado en 2018 es relevante dado que es actualizada e incluye las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de una de las cláusulas del acuerdo de solución amistosa. Por su parte, la parte peticionaria no presentó información dentro del plazo otorgado por la CIDH.  

5. Por lo anterior, la CIDH considera que hay información suficiente para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018.

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
6. La Comisión observa que el Estado aportó información a través de la cual se pudo verificar las acciones realizadas por el Estado para cumplir con las obligaciones derivadas del acuerdo.
7. Por lo expuesto, la Comisión concluye que el acuerdo amistoso se encuentra parcialmente cumplido. En consecuencia, la Comisión seguirá supervisando esos dos extremos del acuerdo de solución amistosa. 

VII. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO
A.
Resultados individuales del caso

· Se realizaron los pagos correspondientes a los montos indemnizatorios conciliados por las partes en beneficio de los familiares de las víctima;
· Se instaló una placa conmemorativa;
· Se designó una calle en honor a la víctima; 

· Se cubrieron gastos médicos de los beneficiarios.

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 1/12
CASO 11.422
MARIO ALIOTO LÓPEZ SÁNCHEZ
(Guatemala)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Mario Alioto López Sánchez 
Peticionario (s): Centro de Acción Legal de Derechos Humanos (CALDH)

Estado: Guatemala
Informe de Acuerdo de Solución Amistosa: 1/12, publicado el 26 de enero de 2012
Relatoría vinculada: Libertad de Expresión
Temas: Libertad de expresión/ Uso de la fuerza/ Investigación/ Protesta/ Violencia policial
Hechos: El 11 de noviembre de 1994, Mario Alioto López Sánchez, estudiante de derecho de la Universidad de San Carlos de Guatemala, estaba junto a un grupo de estudiantes protestando por el aumento al pasaje urbano, bloqueando el paso por la Avenida Petapa. Los peticionarios señalaron que aproximadamente 100 agentes de la Policía Nacional, intentaron dispersar a los estudiantes lanzando bombas lacrimógenas, disparando armas de fuego y golpeándolos, por lo que varios intentaron huir, siendo detenidos aproximadamente 23 de ellos. Entre éstos se encontraba Mario Alioto López Sánchez, quien fue golpeado por los funcionarios de seguridad al momento de ser capturado, y que a pesar que presentaba una hemorragia por el impacto del arma de fuego en su muslo izquierdo, no recibió atención médica inmediata, y fue trasladado aproximadamente dos horas después de su captura a un Hospital Nacional, donde falleció al día siguiente de su ingreso. En cuanto al proceso judicial seguido en el fuero interno, el 30 de julio de 1997, el Tribunal Tercero de Sentencia Penal, Narcoactividad y Delitos dictó sentencia. Danilo Parinello Blanco, Mario Alfredo Mérida Escobar, Salvador Estuardo Figueroa y Carlos Enrique Sánchez Gómez fueron condenados a 10 años, como autores del delito de homicidio preterintencional en contra de Mario Alioto López Sánchez y por el delito de lesiones leves en contra de los estudiantes Julio Alberto Vásquez Méndez y Hugo Leonel Cabrera. Carlos Venancio Escobar Fernández, fue condenado a 30 años de prisión como autor material del delito de asesinato en contra de Mario Alioto López Sánchez y del delito de lesiones leves en contra de los otros dos estudiantes. En segunda instancia, la sentencia fue anulada parcialmente, absolviendo a los primeros cuatro, y reduciendo la sentencia de Escobar Fernández a 10 años de prisión.
Derechos alegados: El Estado reconoció su responsabilidad por la violación de los artículos 4 (derecho a la vida), 5 (derecho a la integridad personal), 16 (derecho a la libertad de asociación) y 25 (derecho a la protección judicial) de la Convención Americana por los hechos ocurridos.


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes, los días 1 de octubre de 2015, 13 de octubre de 2016, 25 de agosto de 2017 y el 1 de agosto de 2018. 

2. El Estado proporcionó información los días 9 de noviembre de 2015, 11 de noviembre de 2016, 13 de septiembre de 2017 y el 5 de septiembre de 2018. 

3. Los peticionarios presentaron información el 21 de octubre de 2015, 11 de noviembre de 2016, 20 y 28 de marzo, 27 de abril y 11 de septiembre de 2017 y 15 de noviembre de 2018. 

III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	1.
Reconocimiento de la Responsabilidad Internacional del Estado y aceptación de los hechos

El Estado de Guatemala reconoce su responsabilidad internacional, derivada de la participación directa de agentes del Estado, en la comisión de los hechos y por las violaciones a los derechos humanos cometidos contra Mario Alioto López Sánchez de conformidad con lo establecido en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, específicamente los que establecen los siguientes artículos: Derecho a la vida (artículo 4), Derecho a la integridad personal (artículo 5), Libertad de asociación (artículo 16), y Protección judicial (artículo 25), y Obligación de respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (artículo 1.1). …
	Cláusula declarativa

	2.
Disculpa Privada

a)
El Estado de Guatemala se compromete a llevar a cabo un acto privado con altas autoridades del Ministerio de Gobernación y la Presidenta de la Comisión Presidencial Coordinadora de la Política del Ejecutivo en Materia de Derechos Humanos -COPREDEH-, a través del cual reconocerá su Responsabilidad Internacional por las violaciones de Derechos Humanos cometidas en contra de Mario Alioto López Sánchez y se hará entrega de una Carta suscrita por el Presidente de la República de Guatemala, en la que pide perdón por los daños ocasionados a la familia de la víctima.

Las partes acuerdan que el acto se realizará dentro de los tres meses siguientes a partir de la fecha de la suscripción del presente acuerdo.

b)
Las partes se comprometen a que el acto privado se celebre en las instalaciones que ocupa actualmente el Ministerio de Gobernación, debiendo establecer en su momento la fecha, programa y hora del mismo.

c)
El Estado se compromete a no hacer pública la información contenida en el presente Acuerdo, a petición específica de los familiares de la víctima, para lo cual las partes también solicitarán a la Ilustre Comisión Interamericana de Derechos Humanos que, en su momento, se reconozca el cumplimiento del Estado en relación con los compromisos del presente caso, sin que se divulguen los detalles del mismo.
	Total


	3.
Medidas para honrar la memoria de la víctima

d)
El Estado se compromete a la colocación y develación de una placa conmemorativa en memoria de la víctima en la casa de habitación […], cuyo material y contenido deberá ser acordado con sus familiares].
	Total



	e)
El Estado se compromete gestionar ante la Universidad de San Carlos de Guatemala, libros y videos que contengan información histórica sobre la lucha de Mario Alioto López Sánchez, la cual será entregada a los familiares de la víctima para su preservación.
	Pendiente
	En el 2013, 2014 y 2015, el Estado informó que  el Estado señaló que a pesar de que se han realizado múltiples gestiones ante la Universidad de San Carlos –e incluso con los familiares de Mario Alioto Sánchez López– para obtener libros y videos que contengan información histórica sobre su lucha, ni la Universidad ni sus familiares cuentan con el material respectivo. En el 2016, el Estado manifestó interés de retomar conversaciones con la Universidad a efecto de indagar nuevamente sobre la existencia de libros y videos que contengan información histórica sobre la lucha López Sánchez. 

En el 2017, el Estado informó que le solicitó a la Universidad de San Carlos la información referente al caso, pero no han obtenido resultados positivos. Sin embargo, el Estado decidió recopilar la información por diferentes fuentes que serán informados oportunamente a la Comisión.

Los peticionarios informaron que valoran positivamente el compromiso del Estado de retomar las comunicaciones con la Universidad de San Carlos para continuar la investigación sobre la existencia de los libros y videos.

En el 2018, el Estado reiteró lo indicado en oportunidades pasadas. 

Información proporcionada no relevante (la información fue proporcionada dentro del plazo especificado por la CIDH pero no se refiere a las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las clausulas, está desactualizada, o es repetitiva a la información presentada en años anteriores sin presentar nueva información).   

Tomando en consideración los elementos de información disponibles la Comisión considera que el cumplimiento de esta medida sigue estando pendiente.
La Comisión observa que la cláusula se refiere a “gestionar” ante la Universidad de San Carlos los documentos o materiales de la lucha de la víctima, y que dicha obligación es de medios y no de resultados. La Comisión observa que las partes se han enfrascado en un punto meramente probatorio de si el Estado habría realizado dichas gestiones, mientras que el Estado afirma haber solicitado dicha información a la institución. En consecuencia, la Comisión requiere al Estado que proporcione copias de las solicitudes realizadas a fin de valorar el cumplimiento total de la medida. 

	4.
Reparación Económica

a)El Estado reconoce que aceptar la responsabilidad internacional derivada de la violación de los derechos humanos de la víctima establecidos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, implica la responsabilidad de pagar una justa indemnización a los Peticionarios bajo los criterios que, de común acuerdo, dispongan las partes y los parámetros establecidos por el derecho nacional e internacional.
El Estado a través de COPREDEH y de conformidad con el estudio actuarial elaborado por un experto el 27 de abril de 2011, se compromete a otorgar una indemnización económica […] desglosada de la siguiente manera […]

	Total


	5.
Investigación, juicio y sanción de los responsables

El Estado de Guatemala se compromete a través de las instituciones correspondientes a impulsar la investigación para identificar, juzgar y sancionar a las personas que tengan procedimiento penal abierto como presuntos responsables de la muerte de Mario Alioto López Sánchez, así como abordar el presente caso en el Comité de Impulso.

El Estado de Guatemala se compromete a convocar al Comité de Impulso cada 4 meses, a fin de que rinda un informe sobre los avances de la investigación para ser trasladado a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, representantes legales del caso y los familiares de la víctima. 
	Parcial sustancial 2018
	Informe de homologación: En el Informe de Solución Amistosa, la Comisión expresó que quedaría pendiente de cumplimiento lo siguiente: la investigación y sanción a los responsables.

En el 2013, el Estado señaló que ha cumplido con este compromiso debido a que ya mediante sentencia firme de 30 de julio de 1997 del Tribunal Tercero de Sentencia Penal, Narcoactividad y Delitos  contra el Ambiente, fue condenado a prisión Carlos Venencio Escobar Fernández, responsable de la muerte de Mario Alioto López Sánchez. 

En el 2014, los peticionarios indicaron que, si bien es cierto que mediante sentencia de 30 de julio de 1997 fue condenado a prisión Carlos Venancio Escobar Fernández, en la misma sentencia el Tribunal dejó abierto el procedimiento en contra de otro sindicado identificado como Miguel Angel Fernández Ligorria, quien en una audiencia de juicio desapareció, es decir, se fugó, por lo cual consideran que el Estado no ha dado cumplimiento total a dicho compromiso. 

En los años posteriores, las partes se han limitado a reiterar la información presentada con anterioridad. 

Información proporcionada no relevante (la información fue proporcionada dentro del plazo especificado por la CIDH pero no se refiere a las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las clausulas, está desactualizada, o es repetitiva a la información presentada en años anteriores sin presentar nueva información).   

Tomando en consideración los elementos de información disponibles la Comisión considera que el Estado ha dado un cumplimiento parcial sustancial a esta medida y así lo declara. 

La CIDH insta al Estado a presentar información específica y actualizada sobre las acciones desplegadas para capturar a Miguel Angel Fernández Ligorria.


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por el Estado en el 2018 no es relevante dado que no se refiere a las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las clausulas, está desactualizada y es repetitiva a la información presentada en años anteriores sin presentar nueva información. Por lo anterior, la CIDH considera que no hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
5. La Comisión observa que si bien se avanzó con la sanción de uno de  los responsables y la emisión de orden de captura de un segundo responsable, el Estado en los últimos años se ha limitado a reiterar dicha información sin indicar acciones concretas para encontrar y capturar a Miguel Angel Fernández Ligorria. En consecuencia, la Comisión insta al Estado a proporcionar información detallada sobre las medidas adoptadas después de dictar la orden de captura, para la ejecución de la misma. 
6. En relacion al literal e del acuerdo, la Comisión requiere que el Estado aporte las constancias de solicitudes de los materiales a la Universidad de San Carlos para su entrega a la familia, para dar por cumplido totalmente este punto. La Comisión entiende que esta es una obligación de medios y no de resultados y que escapa a la voluntad de las partes el hecho de que la información crucial para la ejecución de la medida no exista.
7. Por lo anterior, se concluye que el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa es parcial. En consecuencia, la Comisión seguirá supervisando el punto pendiente.
VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso

· El Estado reconoció su responsabilidad y solicitó perdón a la familia de Mario Alioto López Sánchez; 

· Se realizó el pago del total del monto acordado como reparación económica para cada uno de los beneficiarios;
· Se realizó el acto de develación de la placa conmemorativa de Mario Alioto López Sánchez. 
FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 30/12
CASO 12.546
JUAN JACOBO ÁRBENZ GUZMÁN
(Guatemala)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Juan Jacobo Arbenz
Peticionario (s): Clínica de Derechos Humanos Internacionales-American University,  Erick Árbenz

Estado: Guatemala
Informe de Acuerdo de Solución Amistosa: 30/12, publicado el 20 de marzo de 2012
Relatoría vinculada: Memoria, Verdad y Justicia
Temas: Institucionalidad democrática/ Propiedad privada
Hechos: De acuerdo con los antecedentes, Jacobo Arbenz Guzmán fue elegido Presidente constitucional de Guatemala en el año 1951 y ejerció su mandato hasta el día 27 de junio de 1954, fecha en la que fue derrocado por medio de un golpe militar encabezado por el coronel Carlos Castillo Armas y dirigido desde Honduras por la Agencia de Inteligencia de Estados Unidos de Norteamérica, CIA. Juan Jacobo Arbenz y su familia compuesta a ese entonces por su esposa María Cristina Vilanova de Arbenz y sus hijos Juan Jacobo, María Leonora y Arabella fueron expulsados del país y vivieron en el exilio. Juan Jacobo Arbenz Guzmán falleció en el exilio el 27 de enero de 1971. El gobierno de facto confiscó los bienes del señor Arbenz Guzmán y su familia. La Junta de Gobierno emitió el decreto N° 2, el 2 de junio de 1954 y luego el dictador Castillo Armas promulgó un segundo decreto N° 68. En el artículo primero del decreto 2, se ordenó intervenir los bienes, congelar e inmovilizar los depósitos, acreedurías, valores y cuentas corrientes de las personas que figuraban en las listas formuladas por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, donde figuraba el Presidente Arbenz. El artículo primero del decreto 68 estableció que se adjudicaba al patrimonio del Estado a título compensatorio y en vía de indemnización, todos los valores, acciones, derechos, activos y bienes de toda clase, sin excepción alguna, que por cualquier concepto estuvieran bajo el dominio, posesión, tenencia y usufructo de los ex funcionarios y empleados que figuran en la lista mencionada en el decreto 2. Entre los bienes confiscados se encontraba la “Finca el Cajón”, propiedad de la familia Arbenz. Tanto el señor Arbenz Guzmán en vida, como sus familiares luego de su muerte, reclamaron la devolución de sus bienes.
Derechos alegados: En la petición se alegaba la presunta responsabilidad del Estado por la violación de los artículos 21 (propiedad privada), 10 (derecho a indemnización), 24 (igualdad ante la ley) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en perjuicio de Juan Jacobo Arbenz Guzmán, su cónyuge María Cristina Vilanova de Arbenz y sus hijos Juan Jacobo, María Leonora y Arabella (en adelante "presuntas víctimas"). Posteriormente, alegaron que además fueron violados los artículos 7 (libertad personal), 14 (rectificación o respuesta), 25 (Protección Judicial) y, 5 (integridad personal), todos de la Convención Americana. Lo anterior, por las presuntas violaciones a los derechos de la familia Arbenz, como consecuencia del derrocamiento del Presidente Constitucional Juan Jacobo Arbenz Guzmán mediante un golpe militar, que implicó el exilio de la familia Arbenz y la confiscación de sus bienes por parte de la dictadura militar


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes, los días 1 de octubre de 2015, 13 de octubre de 2016, 25 de agosto de 2017 y el 18 de julio y 24 de septiembre de 2018. 

2. El Estado proporcionó información los días 21 de octubre de 2015, 17 de noviembre de 2016, 10 de octubre de 2017 y el 23 de agosto de 2018. 

3. Los peticionarios presentaron información por última vez el 27 de marzo de 2014. 

III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	1) RESPONSABILIDAD DEL ESTADO

El Estado de Guatemala reconoce y acepta la responsabilidad internacional que deviene del incumplimiento de su obligación de garantizar, respetar y proteger los derechos humanos de las víctimas a las garantías judiciales, a la propiedad privada, a la igualdad ante la ley y a la protección judicial, protegidos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y vulnerados en contra del expresidente Juan Jacobo Arbenz Guzmán, su esposa María Cristina Vilanova y sus hijos Juan Jacobo, María Leonora y Arabella, todos de apellidos Arbenz Vilanova.
	Cláusula declarativa

	2) REPARACIÓN ECÓNOMICA

Las partes en el presente Acuerdo de Solución Amistosa, reconocen la voluntad mutua demostrada en convenir un monto que permita reparar económicamente a la familia Árbenz Vilanova, por los daños y perjuicios causados y las violaciones a derechos humanos ocasionadas, según los hechos del caso en conocimiento de la Ilustre Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 

El Estado de Guatemala, luego de una valuación realizada el 21 de febrero de 2007 por la Dirección de Catastro y Avalúo de Bienes Inmuebles del Ministerio de Finanzas Públicas en la finca número 3443 folio 76 del libro 40 de Escuintla del Registro General de la Propiedad, denominada “Finca el Cajón”, ubicada en el Municipio de Santa Lucía Cotzumalguapa del departamento de Escuintla, se compromete a pagar la cantidad […] en concepto de reparación económica, a favor del expresidente Juan Jacobo Árbenz Guzmán, su esposa María Cristina Vilanova y sus hijos Juan Jacobo, María Leonora y Arabella, todos de apellidos Árbenz Vilanova, cantidad que comprende daños materiales e inmateriales. El Estado de Guatemala se compromete a hacer efectivo el pago mediante transferencia bancaria, inmediatamente que se haya suscrito el Acuerdo de Solución Amistosa y que los peticionarios entreguen el acta notarial de identificación de beneficiarios y el mandato especial con representación a favor del Doctor Erick Jacobo Arbenz Canales, que lo faculta para la suscripción del presente acuerdo amistoso y para recibir el pago de la reparación económica; estos documentos deben contar con todos los pases de ley para que puedan tener plena validez legal de conformidad con la legislación guatemalteca. Al momento de realizarse la transferencia el peticionario se compromete a firmar un acta administrativa de finiquito a favor del Estado de Guatemala.
	Total


	3) OTRAS FORMAS DE REPARACIÓN

	a) Acto Público de Reconocimiento de Responsabilidad Internacional: El Estado de Guatemala     se compromete a dignificar la memoria del expresidente Juan Jacobo Árbenz Guzmán con un acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional del Estado, el cual se realizará en el Palacio Nacional de la Cultura y será presidido por el Presidente de la República.

El Estado de Guatemala se compromete a gestionar ante las instituciones correspondientes la instalación de una exposición fotográfica temporal sobre el expresidente Árbenz Guzmán y su familia en el Palacio Nacional de la Cultura, lo cual queda sujeto a los reglamentos internos y a la aprobación de las autoridades correspondientes. 

Los familiares del expresidente Arbenz Guzmán se comprometen a proporcionar las fotografías familiares que  conservan en su poder y autorizan su reproducción, exposición y, en su caso, la publicación de las mismas. La propiedad de las fotografías originales continuará en posesión de los familiares del expresidente Arbenz, excepto aquéllas que ellos decidan donar para su exposición.
	Total


	b) Carta de Perdón: El Estado de Guatemala se compromete a redactar una carta de perdón que el Presidente de la República entregará a los familiares del expresidente Árbenz Guzmán en el acto público de reconocimiento de responsabilidad que se realice. Esta carta será firmada por el Presidente y se publicará en el Diario de Centro América y en el Periódico.
	Total


	c) Designación de una sala del Museo Nacional de Historia: El Estado de Guatemala se compromete a nombrar de forma permanente una sala del Museo Nacional de Historia que lleve  el nombre de “Jacobo Arbenz Guzmán”.

El 5 de noviembre de 2010, el Estado de Guatemala realizó el nombramiento de la “Sala de Lectura Jacobo Arbenz Guzmán” en el Museo Nacional de Historia, por lo que el peticionario acepta este acto como parte de la reparación moral en el presente caso, en virtud que dicho acto ya fue realizado. 
	Total


	d) Revisión del Currículo Nacional Base: El Estado de Guatemala se compromete a realizar las gestiones necesarias ante el Ministerio de Educación para revisar el Currículo Nacional Base, específicamente en lo referente al gobierno del entonces Presidente Constitucional de la República de Guatemala, Coronel Juan Jacobo Árbenz Guzmán y a los hechos acaecidos en la época del golpe militar de 1954 en su contra; luego de realizar la revisión por parte del Estado y los familiares del expresidente Árbenz Guzmán, el Estado realizará las gestiones para que se implementen los cambios que sean propuestos.  
	Total



	e) Diplomado en Derechos Humanos, Pluriculturalidad y Reconciliación de los Pueblos Indígenas: El Estado de Guatemala se compromete a crear un “Diplomado en Derechos Humanos, Pluriculturalidad y Reconciliación de los Pueblos Indígenas”, con el aval académico de la Universidad de San Carlos de Guatemala, en el que se realizarán dos promociones: una en la región occidente, que estará integrada por los departamentos de Quetzaltenango como sede central del diplomado, San Marcos, Retalhuleu, Suchitepéquez, Quiché y Sololá; y la otra en la región oriente que estará integrada por los departamentos de Zacapa como sede central, Chiquimula, Jalapa, El Progreso y Jutiapa.

Este diplomado va dirigido a funcionarias y funcionarios públicos de los Organismos Ejecutivo y Judicial, funcionarias y funcionarios de otras instancias del nivel intermedio y líderes indígenas; tendrá una duración de 10 sesiones presenciales las que se realizarán de forma quincenal. En el diplomado se desarrollarán temas que permitan analizar las desigualdades que existen entre los pueblos Maya, Garífuna, Xinka y Mestizo, con la finalidad de aportar a la disminución de prácticas discriminatorias. 
	Total


	f)  Nombramiento de la Carretera al Atlántico: El Estado de Guatemala se compromete a realizar las gestiones ante las instituciones correspondientes, para que la carretera al Atlántico sea nombrada “Juan Jacobo Arbenz Guzmán” durante el transcurso de 2011. Al ser autorizada dicha solicitud, se realizará un acto público de nombramiento de la referida carretera.
	Total


	g)   Restitución área de la Finca el Cajón:  como ya se ha mencionado anteriormente, la finca número 3443, folio 76, del libro 40 de Escuintla del Registro General de la Propiedad, denominada “Finca el Cajón” ubicada en el Municipio de Santa Lucía Cotzumalguapa del departamento de Escuintla, propiedad de la familia Árbenz Vilanova, fue confiscada por el Estado de Guatemala mediante el decreto 2 del 5 de julio de 1954 de la Junta de Gobierno e inscrita a favor del Estado de Guatemala, según lo regulado en el decreto 68 de 6 de agosto de 1954 emitido por el Presidente de Facto. Posteriormente, dicha finca fue parcelada por el Instituto Nacional de Transformación Agraria –INTA-. En 1996 y 2006 la Corte de Constitucionalidad dictó sentencias según expedientes 305-95 y 1143-2005, declarando inconstitucionales los decretos 2 y 68 relacionados.

En dictamen jurídico 29-2003 de la Sección de Consultoría de la Procuraduría General de la Nación, dicha institución opinó “La sentencia de la Corte de Constitucionalidad que corresponde al expediente 305-95 de fecha 26 de septiembre de 1996, que declaró inconstitucionales y sin ningún efecto las disposiciones que sirvieron de base para la expropiación, prácticamente viene a crear una obligación para el Estado de Guatemala, consistente en devolver los bienes o en su defecto hacer efectiva una indemnización, para los herederos del mismo; así es que dicha sentencia es una decisión de trascendental importancia, para la definición de la situación dudosa que dió lugar al expediente, que hoy se analiza” .

En virtud de lo anterior, el Estado de Guatemala se compromete a realizar las gestiones y estudios correspondientes, para verificar si existe aún algún área que sea  parte de la Finca el Cajón que esté en dominio del Estado; en este caso, el Estado de Guatemala realizará las gestiones legales y/o administrativas necesarias para que la propiedad de esta parte de la finca pueda ser reivindicada a los familiares del expresidente Árbenz Guzmán.

Si del estudio y las gestiones que el Estado realice en relación con la Finca el Cajón, se desprendiere que no existe ninguna área que se encuentre en dominio del Estado o que no sea posible reivindicarla a los familiares del expresidente Arbenz Guzmán, el Estado se compromete a pagar la cantidad adicional […] en el transcurso de 2011. 

Los familiares del expresidente Arbenz Guzmán se reservan el derecho de elegir entre la restitución de la parte de la Finca El Cajón, que como resultado del estudio que se realice pudiere reivindicárseles o el pago […] antes de finalizar el 2011.    
	Total


	h)  Seguridad: El Estado de Guatemala se compromete a gestionar ante las instituciones estatales correspondientes y proporcionar las medidas de seguridad que para el efecto otorgue el Estado a los familiares del expresidente Árbenz Guzmán cuando éstos visiten Guatemala, con motivo del cumplimiento del presente Acuerdo de Solución Amistosa.

Las medidas de seguridad se harán efectivas desde el momento en que los familiares del expresidente Arbenz Guzmán arriben a Guatemala, ya sea por vía aérea, marítima o terrestre y durarán el tiempo que los familiares deban permanecer en el país con el motivo del cumplimiento del presente acuerdo.
	Total


	i)  Exposición Fotográfica en el Museo Nacional de Historia: El Estado de Guatemala se compromete a gestionar una exposición fotográfica temporal sobre el expresidente Arbenz Guzmán y su familia en una de las salas del Museo Nacional de Historia.

Los familiares del expresidente Arbenz Guzmán se comprometen a proporcionar las fotografías familiares que conservan de años anteriores y autorizan su reproducción, exposición y en su caso la publicación. La propiedad de las fotografías originales continuará en posesión de los familiares del expresidente Arbenz, excepto aquellas que ellos decidan donar para su exposición.
	Total


	j)    Recuperación del acervo fotográfico de la familia Arbenz Guzmán: El Estado de Guatemala se compromete a registrar digitalmente en San José de Costa Rica, el archivo fotográfico del expresidente Arbenz Guzmán, que se encuentra en posesión de sus familiares, entregándose a los familiares 3 copias digitales completas y 3 impresas de una selección hecha de mutuo acuerdo. Este compromiso se realizará durante 2011.
	Total


	k)   Libro de Fotos: El Estado se compromete a editar durante 2011, un libro con una selección de fotografías del expresidente Arbenz Guzmán. 

De conformidad con el decreto 33-98 Ley de Derechos de Autor y Derechos Conexos, el Congreso de la República de Guatemala y sus reformas, los derechos patrimoniales de la obra corresponden al Estado de Guatemala, quien podrá ejecutar cualquiera de los actos indicados en el artículo 21 de la citada ley. En caso de surgir alguna controversia a raíz del ejercicio de los derechos patrimoniales por parte del Estado de Guatemala, se sujetará a las leyes y tribunales guatemaltecos.
	Parcial sustancial 2018
	En el 2016, el Estado informó que el retoque de las 120 imágenes del acervo fotográfico ya fue realizado por un profesional. Así, el Estado continuará gestionando la elaboración del libro, el cual, se estima que una vez se hayan elegido las fotografías, se procederá a la contratación de un historiador para que proceda a la descripción de cada una de las imágenes.

El 23 de agosto de 2018, el Estado informó que un profesional ya realizó el retoque de 120 imágenes fotográficas de la familia Árbenz. Adicionalmente, informó que continuará realizando las gestiones para la elaboración del libro y que una vez la familia haya seleccionado las fotografías proceder a contratar a un historiador para que proceda a realizar la descripción de cada una de las imágenes que formaran parte del documento. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por el Estado, la Comisión considera que con respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento parcial sustancial y así lo declara.

	l)  Reedición del Libro “Mi Esposo el Presidente Árbenz”: El Estado de Guatemala se compromete a reimprimir el libro “Mi Esposo el Presidente Arbenz”, cuya autora es María Cristina Vilanova de Árbenz, esposa del expresidente Árbenz Guzmán. 

Los familiares del expresidente Arbenz Guzmán se comprometen a otorgar al Estado de Guatemala los derechos de edición del libro indicado y, de ser necesario, los derechos de autor. Asimismo autorizan la reimpresión, publicación y distribución de dicho libro.

El Estado se compromete a reimprimir 1000 ejemplares del libro, los cuales serán distribuidos por el Estado en la Universidad de San Carlos de Guatemala y en el acto de reconocimiento de responsabilidad internacional.
	Total


	m)  Elaboración y publicación de Biografía del expresidente Juan Jacobo Árbenz Guzmán: El Estado de Guatemala se compromete a elaborar y publicar la Biografía del expresidente Juan Jacobo Árbenz Guzmán. Para el efecto, sus familiares se comprometen a proporcionar los datos que les sean requeridos y a dar acompañamiento al autor del libro en la elaboración de la biografía, asimismo autorizan su elaboración y publicación. 

El Estado se compromete a pagar el equivalente de […], por la elaboración de la biografía. Este pago será realizado a través de los peticionarios en un solo desembolso, el cual se verificará contra entrega del texto de la obra. La publicación, reproducción y distribución será pagada por el Estado de Guatemala.  

De conformidad con el decreto 33-98 Ley de Derechos de Autor y Derechos Conexos, el Congreso de la República de Guatemala y sus reformas, los derechos patrimoniales de la obra corresponden al Estado de Guatemala, quien podrá ejecutar cualquiera de los actos indicados en el artículo 21 de la citada ley. 

Por el presente acuerdo queda establecido que el Estado suscribirá con el autor de la obra o en su caso con los familiares del expresidente Arbenz Guzmán, un contrato de cesión de derechos patrimoniales sobre la obra que por encargo realizará el autor de la biografía, en el cual se establecerá que los derechos patrimoniales se otorgarán al Estado por el máximo tiempo que estipula la ley de la materia. Para la suscripción del contrato indicado se estará a lo dispuesto en los artículos 72 al 83 de la ley citada en párrafo anterior. Cualquier controversia suscitada a raíz del ejercicio de los derechos patrimoniales por parte del Estado de Guatemala, se sujetará a las leyes y tribunales guatemaltecos.
	Total


	n)  Emisión de una serie de sellos postales: El Estado de Guatemala se compromete a gestionar la emisión de una serie de sellos postales que tenga como tema y/o motivo conmemorar al expresidente Arbenz Guzmán y su gestión gubernamental. La autorización, diseño, dentado, márgenes, número, valor fiscal, y tiraje queda a discreción de las autoridades de la materia correspondientes, con quienes COPREDEH y los familiares del expresidente Arbenz Guzmán, coordinarán las propuestas.
	Parcial
	En su Informe de Homologación, la Comisión dio cuenta de que el Estado había iniciado las gestiones para cumplir con este compromiso el 11 de abril del 2011 ante la Dirección General de Correos y Telégrafos, entidad estatal encargada de la emisión de sellos. Detalló que esta entidad sometió el asunto ante el Consejo Nacional Filatélico, encargado de autorizar la emisión de sellos. La respuesta del Consejo habría sido “que, en virtud que el calendario de sellos postales para ser emitido el 2011 ya estaba lleno, conocería y decidiría sobre el asunto en el 2012”.

En el 2017, el Estado indicó que se llevaron a cabo varias reuniones con el Consejo Nacional de Filatélico para que se pudiera cumplir este compromiso. 

El 23 de agosto de 2018, el Estado informó que  COPREDEH no cuenta con el presupuesto para la ejecución del presente compromiso. Sin embargo, COPREDEH ha intervenido ante el Órgano correspondiente para que se le desembolsen los fondos para dar pleno cumplimiento del presente compromiso. 

Tomando en consideración los elementos de información disponibles la Comisión considera que el nivel de cumplimiento de esta medida sigue siendo parcial.

	o)  Traslados: El Estado de Guatemala se compromete a pagar boletos aéreos a dos familiares de Juan Jacobo Arbenz Guzmán para que puedan asistir a la Comisión Interamericana sobre Derechos Humanos para la suscripción del presente Acuerdo de Solución Amistosa. Asimismo, a pagar boletos aéreos y gastos de estadía a tres familiares del expresidente Arbenz Guzmán para que puedan asistir al acto público de reconocimiento de responsabilidad que se realizará en el Palacio Nacional de la Cultura.   
	Total



IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por el Estado en el 2018 no es relevante dado que no se refiere a las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las clausulas, está desactualizada y es repetitiva a la información presentada en años anteriores sin presentar nueva información. Por lo anterior, la CIDH considera que no hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
5. La Comisión observa con preocupación que a 6 años de emitido el Informe de Homologación, subsisten los mismos 2 compromisos para un cumplimiento total del acuerdo que habían quedado pendientes al momento de la aprobación del mismo. La Comisión observa además que dichos compromisos no son de ejecución compleja, como medidas de justicia o de cambios legislativos, sino que requieren actuaciones administrativas básicas del Estado para lograr su total ejecución. Por lo anterior, la Comisión insta al Estado a mostrar su voluntad de avanzar en el uso del mecanismo de soluciones amistosas articulando a las instancias competentes y asignando los fondos necesarios para emitir los sellos y editar el libro, ambas medidas conmemorativas de la vida de Juan Jacobo Arbenz Guzmán. 
6. Por lo anterior, se concluye que el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa es parcial. En consecuencia, la Comisión seguirá supervisando los dos puntos pendientes.
VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO. 
A. Resultados individuales del caso

· El Estado pagó una reparación económica como compensación sobre la base del monto del avalúo del inmueble expropiado;

· El Estado pagó una compensación económica adicional por la imposibilidad de restituir a la familia de la víctima la Finca “El Cajón”;

· El 20 de octubre de 2011 se realizó en el Patio de la Paz, del Palacio Nacional de la Cultura el acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional del Estado; 

· Se entregó una carta de solicitud de perdón a la familia y la misma se publicó en medios;

· Se nombró una carretera hacia el atlántico como “Juan Jacobo Arbenz”.

· El Estado proporcionó medidas de seguridad a los familiares del expresidente Árbenz Guzmán para asistir al acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional el 20 de octubre de 2011;
· Se registró digitalmente en San José de Costa Rica, el archivo fotográfico del expresidente Arbenz Guzmán, que se encuentra en posesión de sus familiares, entregándose a los familiares 3 copias digitales completas y 3 impresas de una selección hecha de mutuo acuerdo;
· Se reimprimió el libro “Mi Esposo el Presidente Arbenz”, cuya autora es María Cristina Vilanova de Árbenz, esposa del expresidente Árbenz Guzmán; 

· Se elaboró y publicó la biografía del expresidente Arbenz Guzmán, la cual está titulada “Jacobo Arbenz: por la patria y la revolución en Guatemala, 1944-1954” escrita por el historiador guatemalteco Doctor Julio Castellanos Cambranes. 
· Se cubrieron los gastos a dos familiares de Juan Jacobo Arbenz Guzmán para que puedan asistir a la Comisión Interamericana sobre Derechos Humanos para la suscripción del presente Acuerdo de Solución Amistosa y para asistir al acto público de reconocimiento de responsabilidad.
B. Resultados estructurales del caso
· El Estado inauguró una exposición fotográfica en el Palacio Nacional de la Cultura denominada “Arbenz, combatiente de la Libertad y el Progreso” y “Arbenz, fin del exilio/apoteosis del retorno”;

· Se nombró la “Sala de Lectura Jacobo Arbenz Guzmán”, en el Museo Nacional de Historia; 

· Se incluyó en el currículo nacional base “lo referente al gobierno del entonces Presidente Constitucional de la República de Guatemala, Coronel Juan Jacobo Árbenz Guzmán y a los hechos acaecidos en la época del golpe militar de 1954 en su contra”; 

· Se elaboraron dos orientaciones curriculares denominadas a) orientaciones curriculares, acontecimientos históricos y avances políticos del gobierno de Jacobo Arbenz, Nivel Primario 4º, 5º y 6º, y b) orientaciones curriculares, acontecimientos históricos y avances políticos del gobierno de Jacobo Arbenz, Nivel Medio, Ciclo Básico 2º y 3º;
· Se elaboró una malla curricular de siete módulos que fueron desarrollados en 10 sesiones presenciales, en los departamentos de Quetzaltenango y Zacapa.

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 39/15
PETICIÓN 279-03
FREDY ROLANDO HERNANDEZ RODRIGUEZ
(Guatemala)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Fredy Rolando Hernandez Rodríguez
Peticionario (s): Centro de Acción Legal de Derechos Humanos (CALDH)

Estado: Guatemala
Informe de Acuerdo de Solución Amistosa:39/15, publicado el 24 de julio de 2015
Relatoría vinculada: N/A
Temas: Ejecuciones sumarias, extrajudiciales o arbitrarias/ Investigación/ Desplazamiento/ Desalojo forzado
El caso se refiere a los hechos de violencia ocurridos el 21 de marzo de 1982, en el Parcelamiento La Esperanza, en el Municipio de Santo Domingo Suchitepéquez del Departamento de Suchitepéquez. La petición se presentó por la tortura y ejecución extrajudicial de Héctor Hernández Rodríguez, Venancio Hernández Rodríguez, y Anacleto Soto Magaña, y por el desplazamiento forzado de sus núcleos familiares. Por miembros del Ejército guatemalteco. Los hechos fueron conocidos por el Juzgado de Primera Instancia de Mazatenango, sin que se realizara una investigación seria que condujera al establecimiento de responsabilidad y sanción de los responsables.
Derechos alegados: Los peticionarios alegaron la violación de los artículos 1 (obligación de respetar los derechos), 4 (derecho a la vida), 5 (derecho a la integridad personal), 8 (derecho a las garantías judiciales), 22 (derecho de circulación y residencia) y 25 (derecho a la protección judicial) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes, los días 1 de octubre de 2015, 13 de octubre de 2016, 25 de agosto de 2017 y el 18 de julio y 24 de septiembre de 2018. 

2. El Estado proporcionó información los días 21 de octubre de 2015, 17 de noviembre de 2016, 10 de octubre de 2017 y el 23 de agosto de 2018. 

3. Los peticionarios presentaron información por última vez el 27 de marzo de 2014. 

III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	III. RECONOCIMIENTO DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO Y ACEPTACIÓN DE LOS HECHOS 
(1) Con instrucciones del Señor Presidente Constitucional de la República Oscar Berger Perdomo, COPREDEH en nombre del Estado de Guatemala y ante la Comisión, reconoce la responsabilidad internacional del Estado; 

(a) por la violación del derecho a la vida, consagrada en artículo 4 de la Convención Americana, de Héctor Hernández, Venancio Hernández y Anacleto Soto, por haber sido ejecutados extrajudicialmente en su comunidad el día de 21 de marzo 1982; 

(b) por la violación del derecho a la integridad personal, consagrado en el artículo 5 de la Convención Americana, de Héctor Hernández, Venancio Hernández y Anacleto Soto, por haber sufrido tortura previo a su muerte; 

(c) por la violación del derecho la integridad personal de los Peticionarios, establecido en el artículo 5 de la Convención Americana, por el daño psíquico y moral causado por haber sido forzados a presenciar la tortura y muerte de las Víctimas; 

(d) por la violación del derecho de circulación y de residencia de las familias de las Víctimas, por haber sido perseguidas por el Ejército de Guatemala, obligándoles a un desplazamiento forzado. Dicho derecho se encuentra consagrado en el artículo 22.1 de la Convención Americana. 

(e) por la violación del derecho a las garantías judiciales y a la protección judicial consagrados en los artículos 8 y 25 de la Convención Americana, de los Peticionarios por la falta de investigar, juzgar y sancionar a los responsables que cometieron las violaciones arriba indicadas; 

(2) El Estado reconoce además que hubo violencia en contra de las comunidades rurales de Suchitepéquez en esa época, y que se realizaron violaciones a los derechos humanos de las víctimas, como resultado de la misma. 
	Clausula declarativa

	IV. DISCULPAS PÚBLICAS 

(a) El Estado se compromete a hacer público su reconocimiento de responsabilidad institucional por las violaciones detalladas en contra las comunidades rurales de Suchitepéquez en general, y presentar disculpas a través de un acto privado dirigido a los familiares de las víctimas, realizado por Eduardo Stein, Vicepresidente de la República. 

(b) Las Partes acuerdan que el acto privado se celebrará 28 de septiembre 2006. 

(c) El Estado se compromete a dar publicidad sobre el acto privado a través de los esfuerzos del Departamento de Divulgación y Prensa de COPREDEH ante los medios de comunicación.
	Total


	V. MEDIDAS PARA HONRAR LA MEMORIA DE LAS VÍCTIMAS 

El Estado se compromete a elaborar un muro y colocar plaquetas en una ubicación prominente en la comunidad Parcelamiento la Esperanza, Suchitepéquez, que detalle los nombres de las Víctimas y las violaciones cometidas por el Ejército en su contra, como medida para recuperar y dignificar su memoria, cuyo acto se realizará dos meses después de la fecha de suscripción del presente acuerdo. 

CALDH se compromete a remitir los textos de las plaquetas y especificaciones del muro, durante los quince días posteriores a la suscripción del presente acuerdo.
	Total


	VI. INVESTIGACIÓN, JUICIO Y SANCIÓN DE LOS RESPONSABLES 

(a) El Estado de Guatemala reconoce la imperiosa necesidad de impulsar investigaciones para identificar, juzgar y sancionar a los responsables de las violaciones de los derechos humanos de las Víctimas. 

(b) Dentro de este marco, COPREDEH impulsará las acciones necesarias ante el Ministerio Público a efecto de que se realice una investigación inmediata, imparcial y efectiva por parte del Estado.

(c) El Estado se compromete a proveer a CALDH y a la Comisión informes sobre el proceso de la investigación arriba detallada, por lo menos cada 6 meses empezando a partir de la fecha de suscripción del presente acuerdo.
	Parcial
	En el 2016, el Estado indicó que dentro del expediente identificado como MP137/1997/1526 se han llevado a cabo diligencias de exhumación, donde los familiares de las víctimas reconocieron los restos de Venancio y Héctor Hernández Rodríguez, por lo cual se solicitó en su momento al Registro Civil asentar las defunciones respectivas; así como las solicitudes a la Policía Nacional Civil y al Ministerio de la Defensa Nacional información sobre los hechos. El Estado indicó que actualmente por medio de la COPREDEH viene trabajando con la Fiscalía General de la República, la creación de un mecanismo de coordinación interinstitucional que permita que se dé prioridad a la investigación de los casos ante el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, y espera en breve su instauración. 

En el 2017, los peticionarios informaron sobre el estado de cumplimiento del compromiso de investigar, juzgar y sancionar, que el Estado no ha logrado avances concretos ni significativos, por lo que observaron con preocupación que transcurridos 35 años desde que ocurrieron los hechos y más de 10 años de la firma del acuerdo, aún se mantenga la situación de impunidad. Sin embargo, observaron positivamente la creación del mecanismo de coordinación interinstitucional entre COPREDEH y la Fiscalía General de la República.  

El Estado reiteró que COPREDEH ha venido trabajando con el Ministerio Público para avanzar en el cumplimiento de los puntos pendientes. Asimismo, el Estado propuso retomar las reuniones de trabajo con los peticionarios para discutir el cumplimiento de los compromisos pendientes.  

 El 23 de agosto de 2018, el Estado reiteró la información presentada con antelación y resaltó que el Ministerio Público ha girado diversas solicitudes al Ministerio de Defensa para poder establecer los nombres y el puesto del personal del ejército que estaba a cargo el día en que sucedieron los hechos.
Adicionalmente, indicó que el Ministerio Público a través de la Fiscalía de Derechos Humanos de la Unidad de Casos Especiales del Conflicto Armado Interno cuenta con varios documentos provenientes del Archivo Histórico de la Policía Nacional, los cuales se encuentran en etapa de análisis en colaboración con la Asociación de Antropología Forense de Guatemala (FAFG) y la Fundación de Familiares de Detenidos Desaparecidos de Guatemala (FAMDEGUA). 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por el Estado, la Comisión considera que esta medida continua estando pendiente.

	VII. REPARACIONES 

(a) El Estado reconoce que el aceptar su responsabilidad internacional por las violaciones de los derechos humanos de las Víctimas conlleva la responsabilidad de otorgar una justa indemnización a los Peticionarlos bajo los parámetros establecidos en el derecho nacional e internacional. 

(b) El Estado se compromete a suscribir un acuerdo de indemnización económica que definirán (sic) el monto y el plazo del pago de la indemnización económica, con los familiares de las víctimas, antes de finalizar el mes de octubre del presente año. 

(c) Las partes se comprometen a reunirse dentro de ocho días siguientes a la firma del Acuerdo Amistoso, para discutir el tema de la indemnización económica y fijar un cronograma para asegurar el cumplimiento del inciso (b) arriba indicado. 

(d) La indemnización económica no será objeto de ningún impuesto, gravamen o tasa actualmente existente o que pueda decretarse en el futuro.
	Total



IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por el Estado en el 2018 es relevante dado que es actualizada e incluye las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de una de las cláusulas del acuerdo de solución amistosa. Por su parte, la parte peticionaria no presentó información dentro del plazo otorgado por la CIDH.  

5. Por lo anterior, la CIDH considera que hay información suficiente para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018.

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
6. La Comisión observa con preocupación que  no han existido avances sustanciales en el cumplimiento de la medida del acuerdo relacionada con la investigación y sanción de los responsables. 

7. Por lo expuesto, la Comisión concluye que el acuerdo amistoso se encuentra parcialmente cumplido. En consecuencia, la Comisión seguirá supervisando el punto VI del acuerdo de solución amistosa hasta su total implementación. 

VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso

· El Estado realizó el acto público su reconocimiento de responsabilidad institucional por las violaciones detalladas en contra las comunidades rurales de Suchitepéquez en general;

· El Estado realizó un acto privado de disculpas dirigido a los familiares de las víctimas, realizado por Eduardo Stein, Vicepresidente de la República;

· El Estado elaboró un muro y colocó plaquetas en una ubicación prominente en la comunidad Parcelamiento la Esperanza, Suchitepéquez, con los nombres de las Víctimas y las violaciones cometidas por el Ejército en su contra, como medida para recuperar y dignificar su memoria;

· El Estado pagó la indemnización a los Peticionarlos bajo los parámetros establecidos en el acuerdo.
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